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RESUMEN  

Una ve~ asumida la debacle del socialismo real, la oleada democrática en la década  
de los ochentafue vista con un dilatado optimismo en todos los ámbitos del orbe. Sin  
embargo. hoy en día empieza a evidenciar sus dificultades y dilemas al tratar de  
convertir en efectivos mecanismos de gestión pública y convivencia social, una  
circunstancia a la cual no es ajena América Latina. En este sentido, el estudio  
comparado que aquí se desarrolla tiene como propósito básico examinar los COIll-  

ponentes [uridico-institucionales de los sistemas electorales correspondientes a /7  
paises del continente, con el fin de avanzar en la indagación empírica que permita  
1/1/(/ conceptualización de los límites y alcances politico-institucionales que para la  
rcgián implica la fundación de la democracia política.  

Presentación  

oy en día parece una obviedad afirmar que América Latina se  
encuentra en el centro de una vorágine de profundas alteracio-  
nes en sus estructuras y normas de convivencia social y  

política. Pero si bien la certeza acerca de tales variaciones es indiscu-  
tible, queda por responder ¿cómo se están registrando dichos cam-  
bios?; ¿existe un sesgo distintivo que pueda hacer previsible el carác-  
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ter de las instituciones o reglamentaciones sociales por fundar? En  
otras palabras, hay que interrogarnos acerca de las coordenadas por  
donde se define la transición política en la región latinoamericana, y  
si la misma presenta líneas de continuidad común en todos los casos  
nacionales, de tal forma que podamos conceptualizar esta mudanza  
poi ítica como un movimiento uniforme al que asisten indisolublemen-  
te todos los países del continente, e incluso del mundo.'  

Tales consideraciones surgen a modo de réplica frente a la vocación  
por calificar los ajustes políticos de años recientes como pujantes  
"procesos de democratización", encaminados a crear las condiciones  
políticas y sociales necesarias para el advenimiento de un "mejor" y  
más "equi librado" progreso de las sociedades. Mientras tanto, la  
"reorganización" de los regímenes políticos latinoamericanos arreme-  
te virulentamente contra las instituciones y los actores sociales surgi-  
dos al cobijo de los postulados del Estado asistencialista-popular,  
entronizando una etapa de secularización política que a la par de casi  
liquidar al viejo proyecto populista, ha desarticulado su diseño tanto  
en términos de organización y participación política, como de orden  
en la estructura social y política (Lechner, 1987 :257).  

Así, hablar ahora del acontecer público es por antonomasia hablar  
de la decisión gubernativa concentrada en la sociedad política, mien-  
tras que la dimensión de lo social se circunscribe a la práctica ciuda-  
dana desempeñada por la sociedad civil, donde una y otra son conce-  
bidas como instancias autónomas regidas por una dinámica propia; y  
si bien existe articulación entre ambas, ésta es apreciada desde la  
gestión estatal versus el conflicto político. En consecuencia, la política  
deja de ser una lucha de intereses para trocarse en un asunto de  
compromisos o alianzas, y por ende de gobernabilidad. Resguardar  
esta consideración, premisa sine qua non para las sociedades contem-  
poráneas es dirimir eficazmente sus controversias internas vía la  
instauración de la democracia política, en tanto que forma de gobierno  
predominante, cuyo principal soporte institucional y operativo es la  
práctica electoral, el mecanismo formal y legal por medio del cual las  
fuerzas integrantes de cada espacio político estipulan los procedimien-  
tos de designación de los gobernantes por sus gobernados, así como  
la planificación legislativa apropiada que auspicie representatividad  
para todos los grupos e intereses en cuestión (Cotteret y Erneri,  
1973: 15-16).  

En este sentido, a pesar de los cuestionamientos que arrastra  

I Ejemplos destacados de esta interpretación son Sarnuel Huntington. La tercera ola.  
Buenos Aires. Paidós. 1994. y Francis Fukuyama. El fin de la historia y el último hombre,  
México. Planeta. 1992.  
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consigo la enaltecida oleada democrática de los años recientes, con-  
veniente es indagar los alcances de dicho proceso en [os ámbitos  
jurídico-institucionales, organizativo y de participación política. De  
ahí que referirse a un régimen democrático sea pensar en [a concu-  
rrencia de los diferentes grupos sociales y [as esferas de poder dentro  
de la vida pública, acceso posible gracias a [a existencia de partidos  
políticos y elección libres. ¿Pero cómo se regulan las elecciones? y  
¿en que tesitura se define [a convocatoria y [a representación? Estas  
son sólo algunas de las novedosas situaciones puestas a[ día con el  
advenimiento de [a democracia, mismas que han cristalizado en temas  
de reflexión como partidos políticos, procesos electorales o norrnati-  
vidad electoral. Ahora bien, cabe destacar que esta línea de trabajo se  
ha desarrollado fundamentalmente sobre [a base del recurso empírico,  
investigando [os resultados electorales, [a legislación electoral y com-  
portamientos de los actores. Ello porque para [a filosofía política, [a  
democracia también es tema de discusión, sólo que en una dimensión  
prescriptiva encaminada a definir [os valores y e[ deber ser de [a  
misma, lo que significa encarar planos encontrados a [os pensados por  
los estudiosos de [a democracia político-electoral.  

A este respecto, no es en absoluto fortuito que en [os últimos años  
se haya venido desplegando un importante esfuerzo entre algunos  
CÍrculos académicos y políticos por revalorizar [a importancia de las  
instituciones políticas y, muy especialmente para el tema que nos  
ocupa, de [os sistemas electorales, con e[ propósito de analizar y  
evaluar el "rendimiento" (eficacia-[egitimidad-gobernabilidad) de un  
determinado sistema político en [o particular, y mejor aún, de [os  
sistemas políticos desde una perspectiva cornparada.? Dicha tentativa  
de recuperación y aprecio por [as instituciones electorales tiene como  
referente y nutriente fundamental [o que se ha dado en denominar [os  
procesos de transición y consolidación democrática, que alcanzan su  
punto clirnático con e[ colapso-desarticulación del bloque conformado  
por las experiencias socialistas realmente existentes y [a consecuente  
disolución del mundo bipolar, que han sido saludadas como el triunfo  
final y decisivo de [os principios y valores del "mundo libre".  

El problema para muchos estudiosos que han superado o tomado  
con reservas las desmesuradas expectativas de los apologistas que  

2 Entre los principales promotores de este proceso de revalorización se debe considerar a  
Arcnd Liphart. Parliamentary Versus Presidential Government. Oxford, Oxford University  
Press, 1992; Juan Linz (varios textos y artículos, entre ellos "Political Crafting of Democratic  
Consolidation or Destruction: European and South American Cornpansons". en Democrucv "'  
11", Aniericas. Ssoppin); the Pendelum, New York, Holmes and Meier, 19R9, y Presidential or  
Parliamentrarv Democrucv. Does it Make a Difference? Baltirnore, John Hopkins University,  
1995) y Giovanni Sartori, en espccialln¡;elliería'CmulilUciO/wl Comparada. FCE. México. 1995.  
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siguen festejando el "triunfo de la democracia", es que al diluirse el  
adversario que servía para justificar las presumibles bondades de los  
sistemas e instituciones democráticas, ahora resulta más claro advertir  
muchas de las insuficiencias y limitaciones de los órdenes sociales  
que recubren. Los problemas de ingobernabilidad democrática que en  
un pasado reciente encontraron condiciones propicias para ser encu-  
biertos y contenidos ahora se han puesto a la orden del día. Si en el  
pasado se restó interés a las entidades políticas y los sistemas electo-  
rales en la conformación y reproducción de un orden político estable,  
legítimo y gobernable, no hay duda de que los nuevos enfoques y  
aportes para su estudio y valoración están cumpliendo una función  
cardinal y necesaria. Sin embargo, también se advierte cierta propen-  
sión por correr el péndulo hasta el extremo opuesto: atribuirle al  
cuerpo político-electoral una influencia excesiva en la configuración  
de un orden político estable y gobernable, soslayando las condicio-  
nantes socioeconómicas y político-culturales en las que operan.  

El estudio comparado que en esta ocasión se presenta constituye el  
primer avance de un proyecto de investigación y análisis más amplio  
que tiene como propósito fundamental integrar y ofrecer una serie de  
elementos comparados a partir de los cuales reflexionar sobre la  
importancia que tienen algunas instancias político-electorales en el  
funcionamiento de los sistemas políticos de América Latina, pero  
saliendo al paso de las líneas de pensamiento que buscan llevar este  
proceso de reivindicación y alabanza hasta sus últimas e inadmisibles  
consecuencias. El proyecto en su conjunto pretende abarcar tanto los  
principales componentes jurídico-institucionales de los sistemas po-  
I íticos correspondientes a 17 países latinoamericanos, como aquéllos  
referidos a sus normas, instituciones y procedimientos electorales.'  

El universo de países seleccionados comprende a Argentina, Boli-  
via, Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salvador, Gua-  
temala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú Uru-  
guay y Venezuela. Este universo comparte dos características  
fundamentales que además de facilitar su estudio, pretenden conferirle  

.1 Por ser éste su uso más convencional. aunque en rigor pueda ser inexacto, para efectos del  
presente estudio se utiliza el término sistema electoral entendido en su más amplia acepción. es  
decir, C0l110 el conjunto de normas. instituciones, procedimientos y prácticas involucradas en un  
proceso electoral. En aras de una mayor claridad y precisión discursiva y metodológica, Dieter  

olhen, quien es quizá el más connotado especialista electoral en el mundo, plantea que "el  
concepto sistema electoral se refiere al principio de representación política que subyace al  
procedimiento técnico de la elección, yal procedimiento mismo por medio del cual los electores  
expresan su voluntad política con votos que a su vez se convierten en escaños o poder público.  
Lo que se determina a través de un sistema electoral es la cuestión relacionada con la  
representación política, el principio que la definirá -principio mayoritario o proporcional- y de  
entre las diversas técnicas disponibles para alcanzar uno de los dos principios. el procedimiento  
que se prefiere aplicar" (J 993: J J - J 2).  
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utilidad y relevancia. Por una parte, la forma de gobierno, sistema e  
instituciones políticas de todos ellos se nutren de una raíz histórica,  
jurídico-institucional y socio-cultural común, sin soslayar por ello el  
'hecho de que su construcción y transformaciones hayan respondido a  
exigencias específicas de cada uno de ellos y, en tal virtud, expresen  
hoy en día forrnatos y contenidos notoriamente distintos y diferen-  
ciales.  

En segundo término, en todos ellos se ha restablecido o reafirmado  
en mayor o menor medida la competencia electoral como única fuente  
jurídicamente válida, legítima y socialmente aceptada para la integra-  
ción y renovación de los poderes públicos. De ahí el interés y utilidad  
por aproximarse, así sea someramente, a los rasgos comunes y parti-  
cularidades específicas de sus respectivos sistemas electorales. En  
esta oportunidad se presenta como necesario punto de partida un  
estudio comparado sobre las elecciones presidenciales y legislativas  
y un planteamiento básico sobre su nivel de interrelación, en el  
entendido de que la institución presidencial y la temática electoral son  
dos ejes neurálgicos que condensan y reflejan el debate a propósito de  
la reforma (cambio y transformaciones) de los sistemas políticos como  
resultado de los procesos (aún inacabados e incluso inciertos) de  
transición y consolidación democrática en la región. Para facilitar el  
proceso de comparación-contrastación entre las distintas variables y  
países seleccionados, el tratamiento de cada tema abordado está  
acompañado por dos cuadros sinópticos en los que la información ha  
sido ordenada de manera distinta.  

Para las elecciones presidenciales sólo se han incluido cuatro de las  
variables más representativas que caracterizan al sistema electoral  
vigente. Las dos primeras (vía y principio de elección) cumplen una  
función esencialmente descriptiva de la lógica y dinámica del proceso,  
en tanto que las dos últimas (duración de mandato y posibilidad de  
reelección) son el eje de una de las principales controversias a propó-  
sito de los sistemas presidenciales en la actualidad. Por lo que atañe a  
las elecciones legislativas, el desarrollo temático se circunscribe a las  
cámaras bajas no sólo por el hecho de que 8 de los 17 países estudiados  
cuentan con sistema unicameral, sino además y fundamentalmente,  
porque en los 9 países que cuentan con sistemas bicamerales ambas  
ti~ne~ carácter electivo y comparten responsabilidades de orden le-  
gislativo y fiscalizador. El primado en términos de peso e influencia  
política suele corresponderle a la cámara baja. En este caso, el estudio  
co~parado comprende cinco variables fundamentales de las cuales,  
ma~ ,allá e independientemente de la utilidad para efectos de contras-  
tación, hay dos que tienen una especial importancia. La relativa a la  
duración del cargo, porque permite determinar su nivel de interrela-  
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ción respecto a la elección y el mandato presidencial, pero más  
importante aún, la relacionada con el sistema o principio de elección,  
porque si bien en esta ocasión se maneja a titulo indicativo y en  
referencia a la fórmula o fórmulas que se utilizan para convertir votos  
en escaños, en su lógica subyace, en última instancia, la finalidad de  
Iaci 1 itar y garantizar o no la formación de mayorías parlamentarias  
(principio de representación política). Por su relevancia y trascenden-  
cia, este tema será objeto de un estudio específico y detallado poste-  
riOr.  

He aquí los contornos del presente trabajo que busca así coadyuvar  
a entender en sus justas dimensiones los perfiles y senderos por donde  
transita actualmente el cambio político para las sociedades latinoame-  
ricanas, tratando de inferir de ahí algunas claves de interpretación que  
en lo particular permitan calibrar las conversiones presentes y futuras  
del caso mexicano.  

1. Elecciones presidenciales  

Casi por definición, los regímenes políticos latinoamericanos se arti-  
culan en torno a la institución presidencial, que tanto formal como  
fácticamente reviste rasgos que le permiten asumir un acentuado  
predominio sobre los Poderes Legislativo y Judicial, por lo que suele  
ti pi ficárseles como presidencial istas. Este predominio deviene no sólo  
del exceso de atribuciones formales y discrecionales de que dispone  
el titular del Ejecutivo, conjugado con la ausencia de normas jurídicas  
y prácticas constitucionales capaces de regular y controlar eficazmen-  
te sus funciones, sino también de las tradiciones y prácticas donde  
descansa el ejercicio del poder político en los países latinoameri-  
canos.  

Salvo raras excepciones, desde el inicio de su vida independiente  
las naciones latinoamericanas adoptaron la figura presidencial en su  
modalidad personal o unitaria. Su inspiración primordial fue la Cons-  
titución Norteamericana de 1787, aunque su implantación y desarrollo  
en un contexto radicalmente distinto propició su paulatino alejamiento  
o franco divorcio con respecto a los planteamientos fundamentales.  
Formalmente, se concibe una práctica de gobierno como presidencial  
cuando reúne cuatro condiciones básicas: 1) Los cargos y funciones  
de jefe de Estado y jefe de gobierno se depositan y son ejercidos  
usualmente por una sola persona o instancia de decisión, el presidente  
o titular del Poder Ejecutivo, quien en tal calidad dirige la administra-  
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ción estatal con la colaboración de ministros o secretarios de Estado  
que él nombra y remueve libremente, y quienes suelen ser sólo  
responsables de rendir cuentas de sus actos ante el propio titular del  
Ejecutivo; 2) El acceso al cargo tiene carácter electivo y su mandato  
e~ por un lapso definido; 3) El Parlamento se dedica casi exclusiva-  
mente a funciones legislativas y sólo ejecuta tareas limitadas de  
control y fiscalización sobre los otros poderes, pero en ningún caso  
influye en la designación o sustitución del Ejecutivo, y 4) No existe  
en sentido estricto un gabinete con atribuciones propias, al margen de  
la intervención presidencial directa.  

En contrapartida, en la usanza parlamentaria el jefe de Estado, que  
también recibe el nombre de presidente, se encuentra desvinculado de  
la administración pública y solo participa en ella de manera indirecta,  
toda vez que el superior jerárquico de la función ejecutiva es el primer  
ministro, quien preside el consejo de ministros O gabinete, que es un  
órgano colegiado compuesto por los ministros de Estado y en cuyo  
seno se toman las decisiones administrativas fundamentales. En este  
caso, aunque el presidente o jefe de Estado está investido de la facultad  
de integrar el gabinete o de formar el gobierno, este procedimiento se  
ve constreñido por una serie de factores, en los que resulta fundamen-  
tal el que los ministros pertenezcan al partido o a la coalición que  
cuente con mayoría en el Parlamento y sean miembros de éste.  
Además de sus cometidos estrictamente legislativos, el Congreso  
dispone de amplias facultades políticas, administrativas y jurisdiccio-  
nales (Borja, 1991: 112-154; Sartori, 1994: 97-156).  

Finalmente, si bien es cierto que en la política mundial contempo-  
ránea se comprueba un amplio predominio del Poder Ejecutivo sobre  
los otros poderes u órganos de gobierno, es indiscutible que en  
América Latina el presidente de la República se ha constituido en el  
centro político del régimen por excelencia, siendo notable su preemi-  
nencia por encima de los órganos legislativos y judiciales. Claro que  
siempre y cuando los gobiernos hayan superado el agobio de los  
reiterados ensayos de dictaduras militares.  

l. Vía de elección: Directa. Los 17 países considerados. En todos los  
países analizados la elección del Presidente de la República se  
realiza por sufragio popular directo.  

4 Todavía hasta 1994. en Argentina se utilizaba un mecanismo indirecto para la elección  
presidencial: el Colegio Electoral. Como parte de la reforma constitucional promulgada ese año.  
se consagró la elección presidencial directa en sustitución del Colegio Electoral. que se mantuvo  
vigente desde el siglo pasado. Además de disponer de la elección directa. la reforma  
constitucional de 1994 redujo el mandato de seis a cuatro años (a partir de 1995). y permitió la  
reelección inmediata pero limitada exclusivamente a un periodo adicional.  
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2. Principio de eleccián.t En los 17 países el titular del Ejecutivo es  

electo por el principio de mayoría, con las siguientes figuras:  
mayoría absoluta, mayoría relativa y mayoría calificada.  
a¡ Mayoría absoluta: 8 países (Bolivia, Brasil, Colombia, Chile,  

Ecuador, Guatemala, Paraguay y Perú). En caso de que esta mayoría  
no sea obtenida en una primera ronda de votaciones, las legislaciones  
de siete países (Brasil, Colombia, Chile, Ecuador, Guatemala, Para-  
guay y Perú) disponen la realización de una segunda ronda de vota-  
ciones o ballotage entre los dos candidatos o fórmulas más votadas.  
Sólo en el caso de Bolivia, de no producirse una mayoría absoluta en  
la primera ronda, se faculta al Congreso para elegir entre las tres  
fórmulas más votadas.  

b¡ Mayoría relativa: 6 países (El Salvador, Honduras, México,  
Panamá, Uruguay y Venezuela). En todos estos casos, el candidato  
presidencial que obtenga el mayor número de votos accede al cargo,  
independientemente del porcentaje que aquéllos representen sobre el  
total emitido a nivel nacional.  

e) Mayoría especificada: 3 países (Argentina, Nicaragua y Costa  
Rica). La nueva Constitución argentina establece un principio sui  
generis para la elección presidencial, previsto inicialmente para diri-  
mirse en dos rondas o vueltas electorales entre las dos fórmulas de los  
candidatos más votados. Sin embargo, se prescinde de este mecanismo  
si una fórmula obtiene más del 45% de los votos en la primera ronda,  
o si obteniendo al menos el 40%, supera por más de 10 puntos a la  
segunda fórmula más votada.  

La Constitución de Costa Rica dispone que, en principio, resul-  
tará electo el candidato que obtenga un nivel de votación igual o  
superior al 40% del total emitido. De no producirse esta mayoría  
calificada, se ordena la realización de una segunda ronda electoral  
entre los dos candidatos más votados. Por su parte, la ley 192 de  
Reforma Parcial a la Constitución Política nicaragüense, que entró en  
vigor el 4 de julio de 1995, suprimió el principio de mayoría relativa  
para la elección presidencial, estableciendo ahora que para resultar  
electo, se debe obtener al menos el 45% de los votos válidos. En caso  
de que ningún candidato obtenga ese porcentaje en una primera  
elección general, se prevé la realización de una segunda ronda.  

3. Duración del mandato: Las variaciones oscilan entre un mínimo de  
cuatro y un máximo de ocho años en la duración del mandato  

5 L~ gran mayoría de la información utilizada para la integración de. los cuadros  
comparativos fue directamente retornada de Legislacián Electoral de lberoamérica, tres vols ..  
Ministerio del Interior de España, 1992.  
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constitucional para la detentación y ejercicio de la titularidad del  
Poder Ejecutivo.  

a) Periodo de cuatro años: 6 países (Argentina, Bolivia, Colombia,  
Costa Rica, Ecuador y Honduras).  

17)Periodo de cinco años: 8 países (Brasil, El Salvador, Guatemala,  
Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela).  

e)Periodo de seis años: 2 países (México y Nicaragua).  
d) Periodo de ocho años: I país (Chile).  

4. Posibilidad de reelección: Con excepción de la nicaragüense, la  
legislación de los países analizados hace referencia clara y explícita  
a la posibilidad de reelección a la presidencia de la República. Los  
casos analizados se pueden agrupar bajo tres vertientes fundamen-  
tales: reelección para un período consecutivo, reelección mediata  
y prohibición expresa.  
a) Reelección para periodo consecutivo: 4 países (Argentina, Ni-  

caragua, Paraguay y Perú).  
En Argentina, Paraguay y Perú se permite la reelección inmediata  

al cargo, pero limitada a un solo periodo adicional. Tanto en Argentina  
(1994) como en Perú (1993), tal posibilidad es resultado de una muy  
reciente reforma constitucional promovida directamente por los pre-  
sidentes en turno. La normatividad constitucional y electoral de Nica-  
ragua no hace ningún tipo de referencia expresa a la posibilidad de  
reelección en el cargo. Sin embargo, tampoco la prescribe formalmen-  
te. Quizá por tal razón en la literatura especializada consultada se  
ubica a Nicaragua entre los países donde es posible la reelección  
presidencial, aunque no existen disposiciones o regulaciones especí-  
ficas al respecto."  

h) Reelección mediata: 6 países (Bolivia; Brasil, Chile, Panamá,  
Uruguay y Venezuela).  

En los casos de Bolivia, Brasil, Chile y Uruguay se permite la  
reelección presidencial siempre y cuando medie un periodo de man-  
dato intermedio. En Panamá y Venezuela, el requisito es que medien  
dos periodos constitucionales.  

c) Prohibición expresa: 7 países (Colombia, Costa Rica, Ecuador,  
El Salvador, Guatemala, Honduras y México).  

En todos estos países la legislación vigente prohibe expresamente  

(, En su descripción del derecho y el sistema electoral nicaragüenses y al hacer referencia a  
la elección del presidente y de los diputados de la Asamblea Nacional, la Enciclopedia  
Latinoamericana y del Caribe refiere que no está prohibida su reelección (Instituto  
Interamericano de Derechos Humanos. San José de Costa Rica. 1993. p. 457).  
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la reelección al cargo presidencial para quien lo haya detentado  
previamente en cualquiera de sus características.  

11. Elecciones legislativas (cámara baja)  

La división de los poderes es una característica imprescindible de la  
forma republicana de gobierno. Se constituye como un mecanismo  
formal orientado a limitar las atribuciones de los órganos estatales  
med iante un método de pesos y contrapesos. Responde también a una  
finalidad técnica, determinada por el principio de la división y espe-  
cialización del quehacer estatal." Formalmente, si la función legisla-  
tiva se deposita en un solo órgano, se habla de Congreso unicarneral  
y comúnmente toma el nombre de Asamblea Nacional o Asamblea  
Legislativa. Si se deposita en dos órganos, se habla de Congreso  
bicameral, conformado por una cámara baja de diputados o repre-  
sentantes y por una cámara alta de senadores. En cierto sentido y desde  
el punto de vista electoral, el procedimiento de integración de los  
órganos legislati vos guarda relación con el grado de descentralización  
jurídico-política de la formación estatal, pudiéndose distinguir al  
respecto entre Estados unitarios y Estados federales, Los primeros se  
caracterizan por contar con un solo orden jurídico válido para todo su  
territorio y cuyo poder poi ítico se ejerce por una estructura central i-  
zada de gobierno. La mayoría de los países latinoamericanos se ubican  
dentro de esta condición,  

En los Estados federales coexisten reglas jurídicas válidas en todo  
su territorio (Constitución General), y normas aplicables única y  
exclusivamente en las distintas entidades federadas promulgadas por  
sus propios órganos legislativos. De esta forma, las atribuciones  
relativas al ejercicio del poder político son compartidas por el gobier-  
no federal y los gobiernos locales. En América Latina, sólo Argentina,  
Brasil, México y Venezuela corresponden a esta categoría. Dentro de  

7 Conforme a la teoría clásica de la división de poderes. al Legislativo le corresponden las  
atribuciones relacionadas con la formulación y aprobación de las leyes de validez y aplicación  
general. impersonal y abstracta. Por la naturaleza. dimensión y trascendencia de estas  
atribuciones. suelen ser encomendadas a órganos colegiados. A lo largo del siglo XIX y en las  
primeras décadas del presente siglo. las funciones legislativas fueron concentradas de manera  
preponderante en los parlamentos y. por ello. se les ha tipificado como los órganos legislativos  
por antonomasia. No obstante. en las últimas décadas ha sido notorio un sustancial incremento  
en las facultades legislativas del Ejecutivo (invariablemente predominante en los regímenes  
políticos latinoamericanos). en detrimento de las atribuciones y competencias del Poder  
Legislativo propiamente dicho. En contrapartida y para compensar parcialmente esta  
proclividad. las funciones de los órganos legislativos se han transformado y diversificado.  
aumentando de manera perceptible sus facultades de control y fiscalización de las actividades  
de Ins otros poderes estatales. especialmente del Ejecutivo (Fix. 1994: 15-15).  
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una representaclOn federal, el origen de la tradición bicameral se  
explica en función de la necesidad que hubo de conferir a la cámara  
baja la manifestación popular propiamente dicha, y a la cámara alta la  
representación de las entidades federadas. Sobre esta base se estable-  
ció como convención genérica que la composición de la cámara alta  
se fundara en un principio de representación paritaria de las entidades  
federadas.x En suma, la influencia de maneras diferenciadas en lo  
concerniente a la organización estatal (unitaria y federal) y a la  
estructuración del Poder Legislativo (unicameral y bicameral), auna-  
das a las características propias de cada régimen político considerado  
en lo particular, han dado origen a una amplia variedad de criterios y  
procedimientos para la integración de los órganos legislativos en la  
legislación electoral de los países analizados, tal como se advertirá en  
los apartados subsecuentes.  

Por otra parte, es importante destacar que aunque el principio de  
representación mayoritaria (relativa o absoluta) constituye el primer  
instrumento electoral que se adoptó para la constitución de gobiernos  
representativos (sean de orden presidencial o parlamentario y en todo  
caso, para la integración de los órganos legislativos), a partir de la  
década de los treinta se empieza a adoptar cada vez con mayor  
frecuencia el principio de representación proporcional bajo sus distin-  
tas formas para la integración de los órganos legislativos en América  
Latina, al extremo de constituir hoy en día el modo predominante."  

En todo caso, considerando que la cámara baja es por excelencia la  
instancia de representación popular, para efectos del presente estudio  
a todos los países cuyo Congreso sea unicameral se les analizará bajo  
este rubro. En consecuencia, el estudio comparativo de la cámara alta  
se limitará a los países donde el Congreso es bicameral. En ese sentido,  
el agrupamiento de los 17 países analizados bajo estos dos rubros, nos  
indica la siguiente distribución:  
 
Congreso unicameral: 8 países  Congreso bicameral: 9 países  

Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala,  Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile,  
Honduras. Nicaragua, Panamá y Perú.  México, Paraguay, Uruguay y Venezuela.  

x  
. _. Conforme a esta tesis, el último caso y más reciente antecedente en que se pudo haber  
.lllImado que los senadores eran representantes de las entidades federativas es el de Argentina,  
¡ues hasta antes de la reforma constitucional de 1994 todos ellos eran electos por las respectivas  
hl!glSlaturas locales. Hoy en día todos los senadores de los países que cuentan con sistema  

Icameral en América Latina son electos por sufragio directo, por lo que les es aplicable la tesis  
l!xp~;esta en el sentido de que son representantes de la nación.  

. El pnmer país latinoamericano que incorporó el principio de representación proporcional  
para la mtegracion de los órganos legislativos fue Costa Rica, en 1893. Uruguay adoptó el primer  
Sistema eíectoral proporcional de carácter integral en 1910. Durante la década de los treinta  
II1trodu,leron dicho principio Perú, Brasil, Colombia y Chile. El caso más reciente es el de  
Paraguay. quien utilizó por vez primera la representación proporcional en 1990 (Nohlen, 1993).  
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ición cuantitativa de la cámara   .  te~' La corn  .  l.Numero de IllteR.ran .' 1)  de la Asamblea Nacional (modelo  
baja (modelo blcamera ar~e por un criterio de proporcionalidad  

 .  ral) suele norm .  . I  I  unlcame " . I número de habitantes o potencia es e ectores  
constante respecto a . . I E t", .   . '. '.  I territorio nacionar. n otros errmnos, se procura   IIstnbUldos en e  b  . ,   '- .  d  de sus intearantes de e representar a una porcion   que ea a u no  .'  b  El ¡:.  li  d   .. Imente aruiloga de electores.  electivo cump irruento e   sustanCia  b, .  ,.  
·.t imperativo jurídico y político esta sujeto y se ve afectado de  
~a~lera recurrente por la dinámica poblacional (crecimiento y  
movilidad). Por ello es usual que la normatividad electoral prevea  
y provea las reglas o mecanismos aplicables para hacer frente a esta  
dinámica, y que tales disposiciones tomen como referente funda-  
mental para introducir los ajustes requeridos a los datos y resultados  
de los censos de población. En este sentido, los procedimientos  
previstos para determinar la integración cuantitativa de la Cámara  
Baja se pueden agrupar bajo tres rangos fundamentales: fijo prees-  
tablecido, base mínima y variable.  
a) Fijo preestablecido: 6 países (Bolivia, Chile, Costa Rica, El  

Salvador, México y Perú).  
En estos casos se ha optado por establecer en el ordenamiento  

electoral que la cámara baja se integre por un número fijo de escaños.  
En todo caso, lo que ocurre es que los datos censal.es se toman como  
base para revisar y ajustar la asignación de dichos escaños entre las  
circunscripciones electorales conforme lo exigen el crecimiento y la  
distribución demográfica. La Ley Electoral de Bolivia dispone que la  
Cámara de Diputados se integre por 130 miembros y establece tam-  
bién el número que le corresponde a cada uno de los nueve Departa-  
mentos (Artículo 132). La Ley Orgánica Constitucional sobre Vota-  
ciones Populares y Escrutinios de Chile establece que la elección de  
los miembros de la Cámara de Diputados se realizará en 60 distritos  
electorales, cada uno de los cuales elegirá dos diputados (Artículo  
178).  

La Constitución de Costa Rica dispone que la Asamblea Legislativa  
se integre de 57 diputados y faculta al Tribunal Supremo de Elecciones  
para que cada vez que se realice un censo general de población,  
distribuya los escaños entre las provincias en proporción a su pobla-  
ción (Artículo 106). El Código Electoral de El Salvador establece que  
la Asamblea Legislativa se integre por 84 diputados y fija el número  
preciso de ellos que se debe elegir en cada circunscripción departa-  
mental (Artículo 11).  

Conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-  
canos, la Cámara de Diputados se integra por un total de 500 diputa-  
dos, 300 electos por el principio de mayoría relativa y 200 por el de  

p 
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representación proporcional (Artículo 52). En relación a la elección  
de los 300 diputados de mayoría, dispone que la distribución de los  
distritos electorales uninominales correspondiente a las entidades  
federativas se realice tomando en cuenta el último censo general de  
población, sin que en ningún caso la representación de un Estado  
pueda ser de dos diputados de mayoría (Artículo 53). Como resultado  
de las más recientes reformas a la Constitución Política del Perú  
(octubre de 1993), se fijó en 120 el número de integrantes de la  
Asamblea Nacional. 10  

h) Base mínima: 3 países (Nicaragua, Paraguay y Uruguay).  
En estos tres casos, la normatividad electoral opta por establecer  

que la cámara baja se integre por un número mínimo de escaños, pero  
deja abierta la posibilidad de que éste se incremente en función de  
decisiones o requerimientos contingentes. La Constitución Política de  
Nicaragua establece que la Asamblea Nacional se integre por 90  
representantes, puntualizando que su número podrá incrementarse de  
acuerdo con el censo general de población y de conformidad con lo  
dispuesto sobre el particular por la legislación reglamentaria (Artículo  
132).  

La Constitución Nacional de Paraguay dispone que la Cámara de  
Diputados se integre por un número no menor de 60 miembros  
titulares (artículo 152) y, sobre esta base, faculta a la legislación  
reglamentaria para fijar su número preciso (Artículo 135). En el caso  
de Uruguay, la Constitución establece que la Cámara de Repre-  
sentantes se integre por 99 miembros, aunque dispone que esta cifra  
pueda ser modificada por la legislación reglamentaria, lo que requerirá  
para su sanción del voto aprobatorio de dos tercios del total de  
componentes de cada Cámara del Congreso (Artículo 88). No obstante  
lo anterior, la disposición primaria ha sido observada escrupulosa-  
mente desde 1934, es decir, invariablemente se han electo desde  
entonces sólo 99 representantes.  

in  
. . C01l10 se recordará. el 5 de abril de 1992 el Presidente Alberto Fujimori realizó una  

~l,lI1lObra que fue Interpretada como un virtual autogolpe de Estado mediante la que disolvió el  
.ongreso (hasta enconces de carácter bicameral). suspendió la vigencia de algunos artículos  
~;mSI~luclona.!es. impuso censuras a la prensa y arrestó a dirigentes de partidos opositores. con  
e , pl C~1In10 fin de establecer un gobierno de emergencia y de reconstrucción nacional que  
PCI nnncra hacer frente al terrorismo y a la corrupción gubernamental. Sobre esta base se eligió  
\1~~')Asal.llbka C?nsliluyenle de carácter unicameral que entró en funciones en noviembre de  . bY coadyuvo en la elaboración y aprobación de una nueva Constitución. sancionada en  
(:I~~I..re de 199~. Conforme a lo dispuesto por la nueva Carta Constitucional. a partir de las  
~n~c,~I~n~s generales de 1995 (recién realizadas), el Congreso será de carácter unicameral y se  
p .;,,:1.,11 a por 120 miembros. En principio y mientras se efectúa el proceso de descentralización  
2~v,s,o que les permitirá a las provincias elegir a sus diputados. Iodos los miembros del  

ngreso serún electos en un distrito nacional único.  
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e) VariabLe: 8 países (Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, Gua-  
temala, Honduras, Panamá y Venezuela).  

En la mayoría de los países se preserva el mecanismo clásico para  
la integración de la Cámara Baja, conforme a la cual la ley determina  
una base mínima de representación para la asignación de un escaño y,  
por tanto, el número total de escaños tiende a irse modificando de  
acuerdo con las variaciones censales o los cambios en la distribución  
territorial de la población. Es importante mencionar que para evitar  
que el dinámico y, en ocasiones, explosivo crecimiento demográfico  
tuviera como consecuencia una ampliación creciente y sistemática en  
el número de escaños de la Cámara Baja, es usual que e~ algunas  
legislaciones se modere este fenómeno mediante la ampliación de la  
base mínima de representación requerida para la asignación de un  
escaño. Para efectos estrictamente ilustrativos e independientemente  
de las modalidades y diferencias mencionadas, a continuación se  
presenta un marco de referencia comparativo sobre la relación que  
prevalece actualmente en los países analizados entre el número de  
escaños y su base de representación poblacional (véase cuadro 5).  

2. Vía de eLección: Directa: 17 países. En todos los casos los miembros  
o representantes de la cámara baja son elegidos por sufragio popular  
directo.  

3. Principio de eLección: El principio o fórmula de representación  
mayoritaria (relativa o absoluta), constituye el primer instrumento  
electoral que se adoptó para la constitución de gobiernos repre-  
sentativos. No obstante, para tratar de corregir las distorsiones que  
tiende a provocar en términos de representación de la voluntad y  
creciente pluralidad del electorado, y muy fundamentalmente para  
dar respuesta a las legítimas expectativas de presencia y repre-  
sentación parlamentaria de las fuerzas y grupos políticos minorita-  
rios, gradualmente han tendido a ser complementados o sustituidos  
por fórmulas de representación proporcionaL.  

No obstante que sigue abierta la controversia sobre los pros Y  
contras de las diversas fórmulas electorales para traducir y expresar  
las decisiones del electorado y otorgarle certidumbre y viabilidad  
a las tareas de mando, lo cierto es que a nivel de la legislación  
electoral latinoamericana se aprecia una marcada influencia Y  
predominio del principio de representación proporcional, aunque  
bajo diversos términos, tal como lo muestran los siguientes aparta-  
dos: representación proporcional, mixto y mayoría relativa.  
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) Representación proporcional: 1 1 11 países (Argentina, Bolivia,  
Br~~~il, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras,  

 Paraguay, Perú y Uruguay)..  . .  .  .  
De estos, en siete (Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa  

R' a Honduras Y Paraguay) el territorio nacional se divide en diversas  
ci~~L;nscripciones electorales plurinominales, que corresponden a la  
división política del Estado, a cada una de las cuales corresponde un  
número variable de es.caños de acuerdo con el volumen de su pobla-  
ción sobre el total nacional. En dos casos (El Salvador y Guatemala),  
un determinado número de escaños se elige en una lista nacional yel  
resto se divide en circunscripciones regionales con un número variable  
de escaños de acuerdo con su población. En Paraguay y Perú se utiliza  
una sola circunscripción nacional para elegir a la totalidad de los  
miembros de la Cámara de Diputados.  

17) Mixto: S países (Ecuador, México, Nicaragua, Panamá y Vene-  
zuela).  

En estos casos se disponen y aplican procedimientos que combinan  
los principios de representación mayoritaria y de representación pro-  
porcional, es decir, un porcentaje de los miembros de la Cámara Baja  
son electos en circunscripciones uninominales y el restante en circuns-  
cripciones plurinominales. En Ecuador y Nicaragua predomina el  
principio de representación proporcional. En Ecuador, de las 21  
circunscripciones cinco son uninominales, cuatro binominales y doce  
plurinominales. En Nicaragua, de las nueve circunscripciones una es  
uninominal, una binominal y siete plurinominales.  

En México, Panamá y Venezuela predomina el principio de repre-  
sentación mayoritaria. En México, como ya se ha indicado, de los 500  
miembros que integran la Cámara de Diputados, 300 (60%) son  
elect.os por el principio de mayoría relativa en idéntico número de  
d!stntos electorales uninominales y los otros 200 (40%), por el prin-  
crpio de representación proporcional, mediante el plan de listas regio-  
nales votadas en cinco circunscripciones plurinominales. En Panamá,  
de 40 circunscripciones 28 son uninominales y doce plurinominales.  
En Venezuela, la mitad de los escaños que le corresponden a los 20  

11 E .  
up] ica~i~ 1I1;~~)t"(a.nle. mencionar que existen seis métodos o modalidades diferenciadas para 
la  
Harc-An(~r~~. ~l\nclplO de representación proporcional (voto único transferible o sistema de  
rúnnllh d:Sc.coclent~ electoral simple; sistema badenes; media mayor o método D' Hondt:  
~onlún~lee t,alnte Lague y Cociente rectificado o sistema Gagenbach-Bischof). De ellos. los más  
gcncrahn n e 1I11hzados son el de cociente electoral simple y el método D' Hondt. Es  
partidos 1~lnte ~ccll,ado que mientras el primero tiende a favorecer la representación de los  
dCsla~;r ( l~o;lIanos. el segundo favorece a los partidos mayoritarios. En este sentido. cabe  
rcpre'ClIl~l~e.(C los 1I paises cuya Cámara Baja se integra esclusivarnente por el principio de  
Rra,il. cl~f~~I~ploporclOnal. siete optan por la modalidad de cociente electoral simple (Bolivia.  
aph~an él 111 i 1 la. C~sla Rica. El Salvador. Honduras y Uruguay), en tanto que los otros cuatro  

elodo D Hondt (Argentina. Guatemala. Paraguay y Perú).  

12
3  
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estados y al Distrito Federal, así como todos los escaños correspon,  
dientes a los territorios, se eligen por mayoría relativa.  

e) Mayoría relativa: I país (Chile).  
Los 120 miembros que integran la Cámara de Diputados son electos  

por el principio de mayoría en 60 circunscripciones binominales.  
Conforme a la ley, los dos escaños de cada circunscripción se asignan  
a las dos listas más votadas, pero si la primera obtiene más del doble  
de votos de la segunda obtiene automáticamente ambos escaños.  

4. Duración del cargo: En ningún caso la duración del mandato es  
menor de tres o mayor de seis años, oscilando la mayoría entre los  
cuatro y cinco años.  

a) Periodo de tres años: 2 países (El Salvador y México).  
b] Periodo de cuatro años: 8 países (Argentina, Bolivia, Brasil, Co-  

lombia, Costa Rica, Chile, Ecuador y Honduras).  
c) Periodo de cinco años: 6 países (Guatemala, Panamá, Paraguay,  

Perú, Uruguay y Venezuela).  
ti) Periodo de seis años: I país (Nicaragua).  

5. Recligibilidad al cargo: Unicamente la legislación de 10 países hace  
referencia explícita a la posibilidad de reelección al cargo, bajo las  
siguientes categorías:  

a) Reelección para periodo consecutivo: 8 países. En Argentina,  
Bolivia, El Salvador, Guatemala, Honduras, Panamá, Paraguay y  
Venezuela está expresamente permitida la reelección al cargo. En  
ninguno de esos casos se fijan restricciones o condicionantes.  

/7) Reelección niediata: 3 países. En Costa Rica, Ecuador y México se  
permite la reelección siempre y cuando transcurra un periodo  
intermedio.  

c) No reglamentada: 6 países (Brasil, Colombia, Chile, Nicaragua,  
Perú y Uruguay). La legislación electoral de estos países no incor-  
pora disposición o reglamentación alguna sobre la posibilidad de  
reelección al cargo.  

III. Elecciones legislativas (cámara alta)  

Como ya se ha indicado, únicamente 9 de los países latinoamericanos  
analizados cuentan con un Congreso bicameral. En tal virtud, la figu~a  
del Senado se encuentra instituida en Argentina, Bolivia, Bras¡J,  
Colombia, Chile, México, Paraguay, Uruguay y Venezuela.  
l . Numero de integrantes: En su origen, la integración de la cámara  

de senadores dentro de los Estados de tipo federal tuvo como  
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propósito fundamental asegurar la representación de las entidades  
o Estados federados en el Poder Legislativo Federal, en contrapo-  
sición de la cámara baja, cuya composición expresaba la repre-  
sentación popular propiamente dicha. En tal virtud, no sólo ha sido  
regla general que a cada una de las entidades federadas le corres-  
ponda un número igual de escaños en el Senado (representación  
paritaria), sino que incluso haya cobrado carta de naturalización la  
idea de que los senadores representan a las entidades federadas.  

A este respecto, ya se ha mencionado en el capítulo precedente  
la tesis conforme a la cual sólo es correcto afirmar que los senadores  
representan a las entidades federadas en el supuesto de que sean  
electos por las propias legislaturas locales (elección indirecta).  
Desde el momento en que los senadores son electos por sufragio  
popular directo, deben ser considerados como representantes de la  
nación. Se pierde así todo fundamento para sostener la idea de los  
senadores como representantes de las entidades federadas.'?  

Adicionalmente, al existir también modelos bicamerales en  
países cuyo poder político y jurídico-institucional no se funda en  
un Estado de tipo federal, sino unitario o centralista, es posible  
encontrar diversas características para la integración del Senado  
que respondan a exigencias concretas de cada país en lo particular.  
En tal virtud, es posible identificar tres variables fundamentales en  
cuanto a la integración de la cámara alta en los nueve países  
analizados bajo este rubro: fijo con representación paritaria, fijo sin  
representación paritaria y base mínima.  
a) Fijo con representación paritaria: 5 países (Argentina, Bolivia,  

Brasil, Chile y México).  
En Argentina, Bolivia, Brasil, México y, hasta cierto punto, en  

Chile, se opta por una fórmula que reconoce y asegura expresamente  
la representación paritaria de las entidades federadas y, como colofón,  
la cámara alta se integra por un número fijo de escaños. En Argentina  
se dispone la elección de dos senadores por cada una de las 23  
provincias y la capital para hacer un total de 48. En Bolivia se eligen  
tres en cada uno de los nueve departamentos para un total de 27. En  
Brasi I son tres por cada uno de los 26 estados y el Distrito Federal para  
sumar 81. En México, cada una de las 31 entidades federativas y el  
Distrito Federal cuentan con cuatro senadores por igual, para sumar  
un total de 128 escaños. Finalmente, en Chile se eligen dos por cada  
circunscripción electoral para un total de 38. En este último caso, salvo  

11 DI! todos los países analizados en el presente estudio. úmcarnente cuatro (Argentina.  
Brasil. México y Venezuela). están organizados jurídica y políticamente bajo un pacto federal.  
Los cuatro cuentan con un poder legislativo bicameral.  
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algunas excepciones, cada entidad federativa constituye una circuns-  
cripción electoral. Como es lógico suponer, en estos países los sena-  
dores son electos esencialmente por el principio de mayoría relativa.  
Únicamente en el caso de México uno de los cuatro senadores que le  
corresponden a cada entidad federativa es asignado a la primera  
minoría.  

h) Fijo sin representación paritaria: 2 países (Colombia y Uru-  
guay).  

En estos tres países, la integración del Senado no se sustenta en  
el principio de representación paritaria de las provincias o regiones  
constitutivas del país. La normatividad electoral refiere directamente  
el número total de senadores que conforma la cámara alta, y dispone  
su elección por el principio de representación proporcional. La Cons-  
titución Política de Colombia dispone que el Senado se integre por  
100 miembros elegidos en una circunscripción nacional, así como  
por dos senadores elegidos 'en una circunscripción nacional espe-  
cial por las comunidades indígenas (Artículo 17 1). Finalmente, la  
Constitución Política de Uruguay prescribe que la Cámara de Sena-  
dores se integre de 30 miembros elegidos en una sola circunscripción  
nacional. Asimismo, se integra por el Vicepresidente de la República,  
quien ejerce su presidencia con derecho a voz y voto (Artículo 94).  

e) Base mínima: 2 países (Paraguay y Venezuela).  
Mención especial merecen los casos de Paraguay y Venezuela. La  

Constitución de Paraguay dispone que el Senado se integre por 30  
titulares y 18 suplentes como mínimo (Artículo 150) y, sobre esta  
base, faculta a la legislación reglamentaria para determinar su  
número preciso (Artículo 135). El caso de Venezuela es peculiar,  
ya que toma como base el principio de representación paritaria,  
pero lo complementa con un mecanismo tendiente a asegurar una  
mayor representación de los partidos de minoría. En efecto, la  
Constitución dispone que se elijan dos senadores en cada uno de  
los 20 estados federales y el Distrito Federal, más los senadores  
adicionales que resulten de la aplicación del principio de repre-  
sentación de las minorías conforme lo establece la legislación  
reglamentaria (Artículo 148).  

2. Vía de elección: Directa: 9 países (Argentina, Bolivia, Brasil,  
Colombia, Chile, México, Paraguay, Uruguay y Venezuela). En  
todos los países considerados los integrantes del Senado son electos  
por sufragio popular directo."  

!.~ La reforma constitucional argentina de 1994, también consagró la elección directa de los  
senadores. que hasta entonces eran electos por la via indirecta, Antenormente, la legislatura de  
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3. Principio de elección:  

a) Representación Proporcional: 4 países (Colombia, Paraguay,  
Uruguay y Venezuela).  

En Colombia, Paraguay y Uruguay se utiliza una sola circunscrip-  
ción nacional para elegir a la totalidad de los senadores. En Venezuela,  
dentro del marco de representación proporcional prevaleciente, se  
prevé la adopción de un mecanismo especial para garantizar la repre-  
sentación de las minorías.  

b¡ Mayoría Relativa: 5 países (Argentina, Bolivia, Brasil, Chile y  
México).  

En Bolivia, Brasil y Chile, así como en el referido caso de Argen-  
tina, se privilegia el principio de mayoría para la integración del  
Senado, aunque con algunas particularidades propias de cada nación.  
El caso de Bolivia guarda gran parecido con el imperante en México:  
se eligen tres senadores en cada una de las nueve circunscripciones,  
dos de los cuales se le asignan a la fuerza de mayoría, en tanto que el  
tercer escaño se le otorga a la primera minoría de cada circunscripción.  

En el caso de Brasil, donde el Senado se renueva parcialmente cada  
cuatro años en proporción de un tercio y dos tercios altemamente,  
ocurre que cuando se renueva un tercio del Senado sólo se encuentra  
en disputa un escaño en cada una de las 27 circunscripciones plurino-  
minales, mismo que se le asigna a la primera fuerza electoral. Cuando  
corresponde la renovación de dos tercios del Senado, se eligen dos  
escaños por igual en cada circunscripción, los cuales se le asignan a  
los dos candidatos más votados.  

En Chile los 38 escaños del Senado se asignan en razón de dos por  
igual en cada una de las 19 circunscripciones. Los dos escaños de cada  
circunscripción se distribuyen entre las dos listas más votadas, pero si  
la de mayoría supera por más del doble a la segunda fuerza electoral,  
obtiene los dos escaños. En México se adopta a partir de una de las  
reformas constitucionales de 1993 un mecanismo tendiente a garanti-  
zar el acceso de las fuerzas de minoría a la cámara alta, pero preser-  
vando un Senado basado en el principio de representación mayoritaria.  
A cada uno de los 31 Estados y el Distrito Federal le corresponden  
cuatro escaños por igual, tres de ellos son para la fuerza mayoritaria  
y el cuarto le es asignado a la primera minoría de cada entidad.  

4. Duración en el cargo: Se advierten variaciones significativas que  
van desde un mínimo de cuatro hasta un máximo de nueve años en  
la duración del mandato como integrante del Senado:  

cada una de las 2:l provincias elegía a sus dos senadores por el principio de mayoría relativa. En  
la capital federal. la elección de los dos senadores correspondía al Colegio Electoral.  
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a] Periodo de cuatro años: 2 países (Bolivia y Colombia).  
11) Periodo de cinco años: 3 países (Paraguay, Uruguay y Venezuela).  
e) Periodo de seis años: I país (México).  
ti) Periodo de ocho años: 2 países (Brasil y Chile).  
c) Periodo de nueve años: I país (Argentina).  

5. Reelegilibidad al cargo:  
a) Periodo consecutivo: 3 países (Argentina, Bolivia y Paraguay).  
Únicamente la legislación electoral de estos países hace referencia  
expresa y favorable respecto a la posibilidad de reelección inmediata  
al cargo de Senador, incluso en Argentina se utiliza el término reelec-  
ción indefinida.  

h) Mediato: I país (México).  
Conforme a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-  
nos, los senadores no pueden ser reelectos para un periodo inmediato.  
e) No reglamentada: 5 países (Brasil, Colombia, Chile, Uruguay y  
Venezuela).  

En la legislación de estos cinco países no hay disposición ni  
referencia alguna respecto a la posibilidad de reelección al cargo. Si  
se apela a la máxima del derecho conforme a la cual lo que no está  
expresamente prohibido, está tácitamente permitido, podría suponerse  
que también en esos países es posible la reelección.  

IV. Nivel de interrelación entre las elecciones presidenciales y  
legislativas!'  

Considerando que los 17 sistemas electorales latinoamericanos objeto  
del presente bosquejo son de carácter acentuadamente presidencial,  
parece conveniente identificar, al menos desde un enfoque global, cuál  
es el nivel y grado de interrelación entre las elecciones presidenciales  
y legislativas, es decir, qué condiciones son susceptibles de generar  
un potencial efecto de atracción o arrastre de la elección presidencial,  
en tanto que centro de gravedad del poder político, sobre la confor-  
mación de los órganos legislativos.  

En principio, se podría establecer como premisa de validez y  
aplicación general que entre más intensos sean los elementos de  
simultaneidad entre ambas elecciones, mayor será la influencia o  
impacto directo de la decisión del cuerpo electoral en la elección  

I ~ La fundamentnción sobre la utilidad y relevancia de determinar el nivel de intelTelación  
entre las elecciones presidenciales y legislativas. así como la metodología y variables clave para  
llcv arlo a cabo. se han tomado de ohlen. 1993:43-45.  
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presidencial sobre la elección parlamentaria. En todo caso, las refe-  
rencias históricas y las evidencias empíricas disponibles permiten  
sostener que, por regla general, el partido o fuerza política que se  
impone en la elección presidencial, también logra adquirir o expresar  
este predominio a nivel parlamentario.  

Como se podrá advertir a partir de la ponderación de los elementos  
seleccionados y analizados, en la mayoría de los sistemas electorales  
existe la posibilidad real y formal de que el elector emita un voto  
diferenciado (split votin/?) para cada una de las elecciones y, conse-  
cuentemente, de que se pudiera dar el caso de establecer una efectiva  
rutina de pesos y contrapesos entre el Ejecutivo y el Legislativo. Sin  
embargo, la cultura y prácticas político-electorales preponderantes en  
América Latina no se han orientado aún a promover esta importante  
veta como mecanismo correctivo, compensador o equilibrador para la  
distribución y ejercicio del poder político entre los órganos estatales.  

l. Duración deL mandato: El indicador principal a partir del cual es  
posible determinar si existen bases y condiciones para determinar la  
existencia y, en su caso, el grado de intensidad del efecto estructurador  
de las preferencias del electorado en la elección presidencial respecto  
a la elección parlamentaria, reside en eL nivel de correspondencia entre  
la duración deL mandato presidencial y La de Los miembros deL Poder  
Legislativo. Obviamente, si la duración del mandato suele ser idéntica  
o parcialmente análoga (los miembros de alguna de las cámaras en los  
modelos bicamerales, o de una fracción de éstos), existen posibilida-  
des reales de que se den elecciones concurrentes o simultáneas y, por  
ende, de que se fije una sólida base para generar el efecto de atracción.  
Al respecto pueden identificarse tres niveles: idéntico, parcialmente  
coincidente y diferenciado.  
a) Idéntico: 12 países (Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador,  

Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay  
y Venezuela).  

En todos estos países los tiempos de conducción presidencial y la  
de los miembros del Congreso (unicamerales y bicamerales por igual)  
es totalmente coincidente. Las diferencias se dan entre la duración de  
los mandatos para cada país. En cinco países (Bolivia, Colombia, Costa  
Rica, Ecuador y Honduras) la duración es de cuatro años. En seis países  
(Guatemala, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela) es de  
cinco años. Sólo en el caso de Nicaragua los mandatos son por seis  
años.  
h) Parcialmente coincidente: 3 países (Argentina, Chile y México).  
En Argentina el mandato presidencial es idéntico al de los diputa-  
dos (4 años), pero ambos difieren respecto al de los senadores, que es  
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de nueve años. En Chile y México el mandato presidencial es idéntico al  
de los senadores, ocho y seis años respectivamente, y en ambos difiere  
respecto al de los diputados, que es por la mitad del periodo respectivo.  

e) Diferenciado: 2 países (Brasil y El Salvador).  
En Brasil difiere totalmente el periodo de mandato entre el Presi-  

dente (cinco años), los diputados (cuatro años) y los senadores (ocho  
años), por lo que sólo muy esporádicamente podrían concurrir en un  
mismo año (cada 20 años entre Presidente y diputados y cada 40 entre  
Presidente y senadores). En El Salvador la presidencia se renueva cada  
cinco años y la Asamblea Nacional cada tres años.  

2. Elementos de interrelacián:  
a) Elección simultánea: La duración del mandato sólo fija un marco  

de referencia para la posible existencia de elecciones concurrentes,  
pero esta situación realmente es determinada por la fecha que se fija  
para su elección. A partir de aquí es posible identificar las siguientes  
características:  

Sí: /4 países (Argentina, Bolivia, Costa Rica, Chile, Ecuador,  
Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay,  
Perú, Uruguay y Venezuela). En todos estos países las elecciones  
presidenciales y legislativas se celebran en una misma fecha o jorna-  
da comicial. Sin embargo, sólo se puede hablar de plena o total  
simultaneidad en once de los doce países donde los mandatos son  
idénticos (Bolivia, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, Honduras, Ni-  
caragua, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela). En tres  
casos (Argentina, Chile y México), la simultaneidad no es pura, pues  
aunque las elecciones presidenciales y parlamentarias se realizan el  
mismo día, ocurre que también existen elecciones legislativas inter-  
medias (los tres casos) y que la duración del mandato de los senadores  
no corresponde con el presidencial (Argentina).  

No: 3 países (Brasil, Colombia y El Salvador). En Brasil y El  
Salvador, como ya se ha indicado, no existen elecciones simultáneas  
por las diferencias en la duración del mandato presidencial y legisla-  
tivo. El caso de Colombia es distinto, pues aunque la duración del  
mandato es idéntica, las elecciones se celebran en jornadas distintas.  

b) Una sola boleta: Este indicador trata de determinar si, dado el  
caso de elecciones concurrentes o simultáneas, una sola boleta con-  
tiene la información requerida para sufragar por ambas elecciones o  
si se utilizan boletas diferentes para cada tipo de elección.  

Sí: 5 países (Argentina, Bolivia, Honduras, Perú y Uruguay). En todos  
estos casos se utiliza una sola boleta para sufragar en las elecciones  
presidenciales y legislativas.  

No: 12 países (Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salva-  



Artículos  
 

131  
 
dor, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Venezuela), tanto  
en los tres países donde los comicios no son concurrentes (Brasil, Colombia  
y El Salvador), como en los restantes nueve países~on elecciones concurren-  
tes, se sufraga en boletas distintas para cada elección,  

e) Un solo voto: En la hipótesis de que se utilice una sola boleta  
para sufragar por ambas elecciones, este indicador permite determinar  
si el elector tiene la opción de emitir un voto independiente o diferen-  
ciado para cada una de ellas.  

Sí: 4 países (Argentina, Boli via, Honduras y Uruguay). Como se puede  
advertir, de los cinco países donde se utiliza una sola boleta, en cuatro de  
ellos el elector sólo tiene posibilidad de emitir un voto único. En otras  
palabras, serían los únicos casos en que el elector está totalmente impe-  
dido de emitir un voto diferenciado (split voting) para cada elección.  

No: 13 países (Brasil, Colombia, Costa Rica, Chile, Ecuador, El Salva-  
dor, Guatemala, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú y Venezue-  
la). Perú es el único caso donde existiendo una sola boleta el elector tiene  
posibilidad de emitir un voto independiente o diferenciado para cada tipo  
de elección. Por tanto, para efectos de agrupamiento para este rubro se suma  
a la lista de los doce países en que se utilizan boletas distintas.  

3. Nivel de interrelacián: A partir de los elementos anteriores, es  
posible adoptar un criterio clasificatorio sobre el nivel de interrelación  
entre las elecciones presidenciales y legislativas (más específicamente  
sobre el potencial efecto de atracción o arrastre de las primeras sobre  
las últimas), apreciándose el siguiente ordenamiento:  

Cuadro 1  
 

Alto: 411l1ísrx  
(Argel/fina,8oN\';".  
l tondurus y  
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Medio: l pais (Perú)  
 

Bajo: 9 paises  
(Chile. CO.l'la Rica.  
Ecuador,  
Guatemalu,  
México, Nicuragua,  
Panamá, Puruguuy y  
Venezuela),  

 

Ninguno: 3/wíxes  
(Brasil, Cotombia y  
Ecuador),  
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l. El hecho de que buena parte de los países latinoamericanos tenga  
en su haber histórico un amplio caudal de violaciones al orden cons-  
titucional a través de la implantación de regímenes dictatoriales, ha  
servido de argumento para imputarle a los poderes de tipo presidencial  
una intrínseca incapacidad para sostener procesos democráticos sóli-  
dos y estables.!" Frente a esa vulnerabilidad se plantea la necesidad  
de que los regímenes presidenciales sean remplazados por algún tipo  
de diseño parlamentario o semi presidencial como principal o única  
vía para lograr la consolidación democrática y alcanzar una conduc-  
ción gubernativa eficiente. Temática discutible, debido a que aun  
suponiendo que los problemas de desarrollo democrático y firmeza en  
la gestión exhibida por esquemas presidenciales latinoamericanos se  
sitúen exclusivamente en el ámbito político, resulta desmedido que un  
cambio de reglas y de redistribución de poderes a nivel jurídico-ins-  
titucional constituya en sí misma la única salida a estos dilemas.  

Desde este punto de vista, no sólo se tendría que comprobar  
empíricamente que los gobiernos parlamentarios son capaces de apor-  
tar mayores o mejores capacidades e instrumentos políticos para  
reducir los sobresaltos en los procesos de construcción democrática y  
de gobernabilidad, sino además y fundamentalmente, habría que  
verificar el nivel de interrelación entre los distintos elementos jurídi-  
co-institucionales, actores y prácticas político-electorales que garan-  
tizan un funcionamiento y rendimiento óptimo. y bueno, lo más  
importante sería comprobar con solidez si esos factores están presen-  
tes en la realidad de las distintas partes latinoamericanas. Más contro-  
vertido y objetable puede resultar el asunto si se toma en consideración  
que en el caso de los países latinoamericanos, las dificultades en la  
fórmula presidencial se asocian con circunstancias de orden socio-  
económico y cultural que lo condicionan. El establecimiento de un  
gobierno efectivo y responsable no queda constreñido sólo, ni puede  
ser así, a las disposiciones jurídicc-institucionales.  

Ahora bien, en virtud de lo antes dicho cabe aclarar que no inten-  
tamos en absoluto sostener un alegato a ultranza en favor de las  
prácticas presidenciales y presidencialistas imperantes en América  
Latina, sino llamar la atención sobre la urgencia de fomentar el análisis  
en torno a las propuestas orientadas a corregir los defectos y carencias  
que evidentemente poseen las entidades políticas latinoamericanos,  
sin caer en la tentación de dejarse guiar por reflejos condicionados y  

15 Esta tesis ha sido especialmente preconizada por el polit61ogo español Juan Linz,  
particularmente en sus obras más recientes (véase nota 2).  
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extrapolacione~ analógicas que v~n ahora en el ~a.rlamentarism~ la  
forma arquetíplca de la democracia y la gobernabilidad. Es excesivo  
y hasta sobresimplificador atribuirle a esta condición tal relevancia y  
fundar a partir de ella un falso dilema entre presidencialismo y  
parlamentarismo, que no necesariamente responde a las especificida-  
des, complejidades y exigencias reales. En todo caso, el debate y la  
construcción de salidas viables y consistentes no sólo sigue siendo un  
expediente abierto, sino que resulta cada vez más inaplazable.  

2. Estrechamente vinculado a lo antes dicho, una de las principales  
impugnaciones de que son objeto los regímenes de corte presidencial  
es la relacionada con su potencialidad para generar gobiernos dividi-  
dos. situación que no sólo plantea un riesgo permanente de conflicto  
y confrontación entre los poderes Ejecutivo y Legislativo (desde el  
momento en que pueden estar controlados por fuerzas políticas dis-  
tintas), sino que además puede derivar en una auténtica parálisis de  
mando ante la imposibilidad de lograr acuerdos mínimos indispensa-  
bles para la toma de decisiones y el ejercicio administrativo, frente a  
los cuales los ordenamientos constitucionales no prevén mecanismos  
de solución.  

En este sentido, desde el momento en que los poderes Ejecutivo  
(presidente) y Legislativo (congreso) uelen ser electos con relativa  
autonomía y cada uno dispone de una legitimidad de origen propia, la  
lógica del diseño y funcionamiento de los sistemas presidenciales  
tiende a dejar abierta la posibilidad de que el candidato presidencial  
que acceda al poder no necesariamente cuenta con una mayoría en el  
congreso que garantice la funcionalidad del gobierno. Así, a medida  
que los cambios políticos en el subcontinente latinoamericano apuntan  
hacia la conformación de sistemas pluripartidistas y de alta competi-  
tividad, no hay duda que las discuciones jurídico-institucionales en  
esa materia habrán de cobrar una especial significación para el futuro  
inmediato.  

3. Para la mayoría de los países analizados, 14 de 17, la duración  
del mandato presidencial es por un periodo de cuatro y cinco años, en  
tanto que en 13 imperan restricciones para una posible reelección,  
mientras en siete es ostensible la prohibición absoluta. En este sentido,  
es importante mencionar las constantes fluctuaciones o vaivenes en la  
adopción de normas relativas al principio de no reelección a lo largo  
de su historia constitucional. De esta suerte, su adopción no es de  
factura reciente, en la mayoría de los casos ya se encuentran disposi-  
ciones en esta materia desde sus primeros textos constitucionales. Por  
tanto, es totalmente cuestionable que su simple ordenamiento o pres-  
cripción jurídica pueda surtir los efectos prácticos deseados. Si así  
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fuese rnínimamente, el antecedente latinoamericano no estaría plaga-  
do de prolongadas o frecuentes dictaduras de todo cuño.  

En cualquier caso, es quizás a partir de esta traumática experiencia  
golpista y a la luz de las múltiples orientaciones y complejidades de  
los procesos actualmente registrados, que se está evaluando en algu-  
nos países de la región la funcionalidad y eficacia del principio de no  
reelección y, de manera concomitante, la duración del mandato presi-  
dencial. Se afirma que la duración de los mandatos presidenciales es  
muy reducida como para facilitar la debida implantación de un pro-  
grama de gobierno y que, peor aún, la imposibilidad de una reelección  
tiende a impedir una innecesaria continuidad o coherencia en los  
programas de gobierno. Como se puede advertir en las muy recientes  
experiencias de Argentina (Menern) y Perú (Fujimori), los cambios  
constitucionales introducidos en alguna forma han tratado de dar  
respuesta al debate en curso. Se ha permitido la reelección para un  
periodo inmediato a cambio de reducir la duración del mandato. Desde  
esta perspectiva, parece haberse dado una solución momentánea de  
compromiso que dista, con mucho, de agotar el tema, y seguramente  
seguirá provocando acaloradas disputas.  

4. Como último aspecto, a partir de lo ya expuesto identificamos  
dos grandes tipos de sistemas electorales:  

a¡ Sistemas de representación por mayoría, donde un candidato es  
elegido por haber alcanzado la mayoría, absoluta o relativa, de los  
votos.  

/7) Sistemas de representación proporcional, donde el porcentaje  
de votos obtenidos por una lista de candidatos sobre el total emitido  
determina la asignación de una porción más o menos equivalente de  
escaños, que con frecuencia pero no necesariamente, busca reflejar  
con la mayor exactitud posible la distribución de votos entre los  
distintos partidos o fuerzas políticas.  

Nomenclatura correcta, pero enriquecida cuando se considera el  
objetivo de representación política que trata de alcanzar o asegurar  
el sistema electoral. Al respecto cabe diferenciar entre dos principios  
de representación política" cualitativamente distintos que, en esencia,  
no guardan entre sí ninguna relación de continuidad o nivel de inter-  
relación.  

Un primer principio de representación política tiene como propó-  
sito fundamental inducir o garantizar la formación de una mayoría  
parlamentaria que facilite el ejercicio de las funciones de gobierno.  

16 Los fundamentos y planteamientos más sugestivos a propósito de la caracterización del  
principio de representación política que subyace cualquier sistema electoral se encuentran en  
una de las obras más recientes de Nohlen.  
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Este principio de representación política se corresponde normalmente  
con los sistemas electorales de representación por mayoría.  

Un segundo principio de representación política tiene como propó-  
sito fundamental reflejar o expresar, con la mayor exactitud posible,  
las preferencias del electorado en la conformación de los órganos  
parlamentarios. Este principio de representación política suele corres-  
ponderse con los sistemas electorales de representación proporcional.  

A partir de esta nueva distinción, es posible sostener que el princi-  
pio de representación política que un sistema electoral busca satisfacer  
o asegurar es políticamente más relevante y trascendente que la  
fórmula de decisión que se aplica para convertir los votos en escaños,  
ofreciendo una serie de ventajas adicionales para la caracterización de  
los mismos. En ese sentido, permite resolver algunos de los problemas  
que se presentan para clasificar a un determinado sistema electoral  
cuando mezcla elementos de ambas fórmulas (sistema de mayoría con  
otros de representación proporcional).  

La adopción del criterio de representación política para definir y  
diferenciar a los sistemas electorales tiene la virtud de fijar al mismo  
tiempo un parámetro de valoracián distinto para cada tipo de sistema  
electoraL. Así, sin menoscabo de utilizar otros indicadores para eva-  
luar el desempeño y eficacia política de los sistemas electorales, el  
criterio político fundamental debe ser el de su grado de corresponden-  
cia con su respectivo principio de representación política. Sobre esta  
base, el juicio fundamental para medir la eficacia de un sistema que  
tenga como principio la formación de mayorías parlamentarias, no  
puede ser el de su grado de proporcionalidad en la relación votos  
escaños, sino el relacionado con su capacidad para producir un con-  
greso estable. De ahí entonces, es admisible sostener dos observacio-  
nes a manera de conclusiones preliminares:  

a) Un sistema electoral de mayoría guiado por el principio político  
de formación de mayorías parlamentarias puede, bajo determinadas  
circunstancias (circunscripciones binominales o trinominales o alta  
fragmentación del voto), producir resultados que lo acerquen al obje-  
tivo que buscan cumplir los sistemas guiados por el principio político  
de representación proporcional (alta correlación votos-escaños), pero  
usualmente y saLvo circunstancias excepcionales, tenderá a producir  
resultados consecuentes con su Lógica política (formación de gobier-  
nos o de mayorías parlamentarias).  

b) Un sistema electoral de representación proporcional guiado por  
el principio político de la mayor proporcionalidad posible tiene efec-  
tivamente a su alcance y puede aplicar una serie de recursos y  
procedimientos (barreras legales, tamaño de las circunscripciones,  
varios niveles de asignación de escaños) susceptibles no sólo de  
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alejar~o del efectiv.o cumplimiento rdt u propósito esencial, sino  
aderruis de producir resultados Cap1J(ls de alterar o romper por  
completo su lágica (excluir a parti pequeños; favorecer a los  
partidos grandes, e incluso formar mll)ltías parlamentarias artificia-  
les.  

Sin duda, la adopción y aplicacié e este nuevo criterio para  
caracterizar y clasificar a los sistern ectorales que se utilizan en  
los países latinoamericanos para la illl ación de los órganos legis-  
lativos no sólo obliga a examinar situación nacional en lo  
particular, a fin de estimar la lógica p:ollica implícita en sus sistemas  
electorales y, por ende, el marco ju ,. -institucional que define y  
regula las relaciones entre los poder [ecutivo y Legislativo, sino  
que además abre una interesante vetaíllPrtir de la cual reconsiderar,  
almenas desde esta perspectiva jurfdopolftica, el asunto relativo a  
los límites y alcances de los sistemas ~J~idenciales para una práctica  
equi librada de las funciones de gobie.rm.  

Establecido lo anterior, aunque fomn!mente desde el inicio de su  
vida independiente los países latinoarresanos adoptaron y reglamen-  
taron la vía electoral como mecanisnqara la integración y renova-  
ción de los poderes públicos, lo cierto e en la mayoría de los casos  
y durante al menos siglo y medio, la~: cciones, cuando llegaron a  
darse, fueron usualmente rnediatizae o de plano supeditadas a  
formas violentas para el acceso, mant niento, ejercicio y reproduc-  
ción del poder político. Sólo en la úl' década, el panorama y las  
condiciones generales se han empeza modificar significativarnen-  
te. Por lo menos en los 17 países ana'!" os, las elecciones, en tanto  
única vía jurídicamente válida y sociabnte aceptada para la integra-  
ción y renovación de los poderes pü . os, cumplen o empiezan a  
cumplir la crucial función dentro de!lJ/l estado de Derecho para  
legitimar democráticamente a los rep . tantes electos popularmen-  
te. No obstante, es difícil sostener q 1 etapa de transición política  
que tanto interés ha despertado en aÍ!J1Ds ámbitos académicos que  
sólo los miden por algunos indicadoresdftico-electorales de carácter  
formal, se encuentran plenamente inWJlltados y arraigados en algu-  
nos países de la región; con todo, las ¡plllsibles democracias latinoa-  
mericanas siguen siendo inciertas e irm~ables.  
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I'oi.\"  

¡\r~¡;lltin¡
I:~  

Holivin"  

I3rasil'"  

Colombia"  

Cm;(a Ril"I:~'~  

Chile  

El Salvador"  
 

 

Hnndurus  

México  

Nir:lra:;ua*  

P¡lraguay*  

 

Vía de  
('/('(O('c,¡¡ílj  

lJil'l'C'!tl  

Dirl'CIII  

D;"'("10  

Directo  

Directa  

Dircctu  

Directa  

Directa  

Dircctu  

Dírcrtu  

O;n'('IO  

D;/'('('IO  

/);r('('IO  

 
 

 

Mayoría Calificada: Más del 45%  
de los votos o al menos 40% con 10  
puntos de diferencia respecto a la  
segunda fuerza electoral. De no  
producirse. se recurre a segunda  
vuelta.  

Mayoría absoluta: De no  
producirse. el Congreso elige por  
mayoría absoluta entre las tres  
fórmulas más votadas.  

Mayoria absolutu: De no  
registrarse, se recurre a la segunda  
vuelta.  

Mayoría absoluta: De no registrar-  
se. se recurre a la segunda vuelta.  

Mayoría calificada: Superar el 40%  
de los votos válidos. De no  
producirse se recurre a segunda  
vuelta.  

Mayoría absoluta: De no re-  
gistrarse. se recurre a la segunda  
vuelta.  

Mayoría absoluta: De no re-  
gistrarse. se recurre a la segunda  
vuelta.  

Mayoría simple  

Mayoría absoluta: De no re-  
gistrarse. se recurre ¡I la segun- da  
vuelta.  

Mayoría ,\';"'1'11..'  

Mayoría s¡",ple  

Mayoría simule  

Muyoría simple  

Mayorfa absoluta: De no re-  
gistrarse. se recurre a la segunda  
vuelta.  

 

Durucián en  
('/('("":0 ***  
Cuatro :.II10S  

(1999)  

Cuatro años  
(1997)  

Cinco años  
(1999)  

Cuatro años  
(1998)  

Cuatro años  
(1998)  

Ocho años  
(a partir de  
1994)  
(2002)  

Cuatro años  
(1996)  

Cinco años  

Cinco años  
(2000)  

Cuatro años  
(1997)  

Seis años  
(2000)  

Seis años  
(1996)  

Cinco anos  
(1999)  

Cinco anos  
(1999)  

 

Po,\'ihilidmld"  
rreleccion  

Sí, Pero limitada a  
un solo periodo I  
consecutivo  

Mediutu, Siempre y  
cuando transcurra  
un período inter-  
medio,  

Media"'. Siempre y  
cuando transcurra  
un periodo inter-  
medio.  

Prnhibulu  

Prohibidu  

Media/a. Siempre y  
cuan- do transcurra  
un periodo inter-  
medio.  

Prohihid"  

Prohibidu  

Prohibldu  

Prohibida  

Prohibida  

sr  

Melliata,  
Siempre y cuando  
trunscurru un pe-  
rfodo intermedio,  

Sí. Pero limitado a  
un periodo adi-  
cional. consecu-  
tivo o alterna tivo.  
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l'ai«  

 

Yiu il«  
('Iet'('citj"  

 

Principio de elecciún  
 

Durucián en  
(" clIrJ.:o .*.  

 

Posibiíídad de  
f('elel'c';,;"   

Directa  
 

Mayoría ahsolutu: De no re- Cinco años  
gistrarse. se recurre a la segun- da (1999)  
vuelu r.  

 

Sí. De acuerdo a la  
reforma constitu-  
ciooal de 1993.    

Uru;;II:1y*  Dirert«  Mayoría «unp!«  Cinco años  

   (1999)  

Vcnczuclu  Directa  Mayoría simn!e  Cinco años  

   (1999)  

* Existe un vicepresidente  
** Existen dos vicepresidentes  

*** Se indica entre paréntesis el año de próximas elecciones.  

Cuadro 3  
Elecciones legislativas (cámara baja)*  

 

Meduua. Siempre y  
cuando transcurra un  
periodo intermedio.  

Mediutu. Siempre y  
cuando transcurran  
dos períodos in-  
termedios.  

 
l'uis  

Arpenti na  

Bolivia  

I  

 

Número dr  
illlegrt"'!l'.\·  

15 .•  
Variable  

LI()  

Fijo  

I  

I  

 

Prinripi«  
de elecdtín  

Representación  
Proporcional. 24  
circunscripciones  
con número varia-  
ble de escaños.  

Representación  
Proporcional. 9  
circunscripciones  
con número  
vuriablee  
escaños.  

 

Procedimiento  
para  
distribuciún de  
es(:wio.\'  

Método de  
D'Hon\.  

Cociente  
electoral en dos  
rondas de com-  
puto sucesivas. y  
Resto Mayor  

 

Duruciún ell  

el carKo***  

Cuatro años  
(1999)  

Cuatro años  
(1997)  

 

Características  
1'.\'¡Jt!I'iales  

- La Cámara se  
renueva por mitad  
cada bienio.  
- Reelegibilidad.  
- No participan en la  
asignación las listas  
que no obtengan <.11  

me-nos el 3% de la vo  
tación de la  
circunscripción  
correspon- diente.  

- Reelegibilidad.  
- Se permite la  
candidatura  
simultánea a la Cá-  
mara Baja y a la Alta.  
si un candidato es  
electo en arnbo s ,  
puede optar por el de  
su preferencia. I  
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/'(/1.\  

 

,v';II/l,/"{1 di'  
illff't:rtflll('S  

 

{,dl/c'i/,it,  
dl'C'!C'cdúlI  

 

Procedimientn Dururiá» en  
 para  el curgo***  
distriburiún de  

e.\"f'aí;(I.'-  

 

Carurteristicus  
cspeciak:»  

 

Cukuuhiu  

l"t1 .... liI 
rica  

Chile  

 

50}  
Variable  

1(,.1  

Variable  

57  
Fijo  

I}O  
Fijo  

 

Representación  
Proporciona 1. 26  
LirL1J11~JXiones  
con número varia-  
hle de escaños.  

Representación  
Proporcional. 33  
orcunscripciones  
rerritoriulcs con  
número variable  
de escaños.  

Representación  
Proporc i o na 1. 7  
circunscripciones  
territoriales con  
número variable  
de escaños.  

Mayoría. 60 cir-  
cunscripciones  
hinorninales.  

 

Cociente  
electoral simple.  
Resto Mayor  

Cociente  
electoral simple.  
Resto Mayor.  

Cociente  
electoral simple.  
Resto Mayor.  

Los dos escaños  
de cada circuns-  
cripción se asig-  
nan a las dos listas  
más votadas. pero  
si la primera ob-  
tiene más del do-  
blede votos que la  
segunda los dos  
escaños se le asig-  
nan a aquella.  

 

Cuatro años  
(1998)  

Cuatro años  
(1998)  

Cuatro años  
(1998)  

Cuatro años  
(1997)  

 

- Los votos en blanco  
~ coruubilizan como  
viilidos para efectos  
de la asignación de  
escaños.  

- Por ley. se pueden  
constituir ci rcuns-  
cripcionex especiales  
para asegurar partici-  
p¡lción de grupos  
étnicox. minorías po-  
líticas y residentes en  
el extranjero.  
- Los votos en blanco  
se contabilizan como  
válidos para efectos  
de la asignación de  
escaños.  

- En la asignación eje  
escaños re si duule s  
por resto mayor se  
incluye también a los  
partidos cuyo número  
de votos alcanza por  
lo menos la mitad del  
cociente simple.  
- Se prohibe la reelec-  
ción para un período  
sucesivo al cargo.  
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Núnnro i!«  
intcv nunes  

77  
Variable  

 

Principio  
c/l't'/('cdtÍlI  

Mixto en 21  
circunscripciones:  
5  
circunscripciones  
uninnmínules. :5  
hinominales. 12  
plurinominales.  

 

Procedimiento  
para distriburián  
ti"  
(',\'('w;O,\'  

Mayoría.  

Los dos escaños se  
distribuyen entre  
las dos listas más  
votadas, pero si la  
mayor duplica la  
votación de la se-  
gunda obtiene los  
dos escaños.  
Cociente elimina-  
dor y cociente  
distribuidor.  

 

Dunuiún ell  

el curJ.:o***  

Cuatro años  
1998  

 

CUf(J('I"dXI;('ll.\'  

('xpeda/eJ  

Reelección mediata  
después de un período  
legislativo.  

 
U Salvador X'¡  

Fijo  

 

Representación Cociente electoral  
Proporcional. 20 simple.  
diputados en una Resto Mayor.  
c i rcu nscri pe ión  
nacional y 64 en  
I ~ circunscripcio-  
nes con número  
variable de escu-  
110S.  

 

Tres años  
(1997)  

 

- Reelegibilidad.  

 
(iU:llcmala  

Honduras  

Méxiro  

 

XO  
Variable  

12X  
Variable  

500  
Fijo  

I  

 

Representación  
Proporcional. 22  
circunscripciones  
con número vuriu-  
ble de escaños y  
una lista nacional.  

Representación  
Proporcional. 18  
circunscri pciones  
con numero varia-  
hle de escaños.  

Mixto: 300 por  
mayoría relativa  
en distritos unino-  
minales.  
200 por repre-  
sentación propor-  
cional en cinco  
circunscripciones  
con 40 escaños  
cada una.  

 

Método de  
D·Hon!.  

Cociente electoral  
simple.  
Resto Mayor.  

Cociente electoral  
simple.  
Resto Mayor.  

 

Cinco años  
(1999)  

Cuatro años  
(1997)  

Tres :'Iños  
(1997)  

 

- Reelegibilidad.  
- Los candidatos a  
Presidente y Vicepre-  
sidente que obtengan  
al menos el 10% de la  
votación nacional en  
la primera vuelta  
obtienen un escaño en  
el Congreso.  
- La cuarta pane de  
los diputados se eli-  
gen por lista nacional  
de acuerdo a resulta-  
dos de la elección pre-  
sidencial.  

- Reeligibilidad  

- Solo tienen derecho  
<1 participar en la asig-  
nación de las 200 di-  
putaciones de repre-  
sentacién proporcio-  
nal. los partidos que  
obtengan más del  
1.5% de la votación  
nacional tot a 1.  

1 
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1  

 

Njl'ar.l~u
a  

Panam:í  

Perú  

Uruguay  

 

NÚllU,,.Oi/('  

illl('grmll('.\'  

1)2  
liase Míni-  
ma  

ti  
Variable  

ti  
Base Míni-  
ma  

120  
Fijo  

1)<)  
liase Mini-  
ma  

 

P,.;IIf'i/I;O  
(le ('lecdlÍlI  

Mi x to con pre-  
ponderancia de  
representación  
proporcional. 9  
circunscripciones  
con número varia-  
ole de escaños.  

Mixto 40 circuns-  
cripciones en to-  
tal.  
2M Uninominales  
12 Plurinomina-  
les  

Represenrucién  
Proporcional. Una  
sola circunscrip-  
ción nacional.  

Represenlación  
Proporciooal. Una  
sola circunscrip-  
cién nucionul.  

Represenlación  
proporcional. 15  
circunscripciones  
con numero varia-  
ble de escaños.  

 

Procedimient¡  
paru distribuciún  
de  
f!scwiox  

Mayorfa simple en  
una circunscrip-  
ción uninominal.  
Cociente electoral  
de Hu ge nbuch-  
Bischoff en las  
circunscripciones  
bi y trinominales.  
Cociente elecroral  
simple en hlS seis  
circunscripciones  
restantes. Se com-  
plementa con res-  
lO mayor.  

Cociente electoral  
simple. Se corn-  
plementa con res-  
lo mayor.  

Método de  
O'Hon!.  

Método de  
O'Hon!.  

Método de  
O'Hon!. Contiene  
tres modalidades  
de escrutinio para  
la asignación pu-  
ru,  

 

Dururián ('"  
I!! (·orf.!o···  

Seis uños  
(1996)  

Cinco años  
(1999)  

Cinco años  
(1999)  

Cinco anos  
(2000)  

Cinco años  
(1999)  

 

ClIrUf'(Cn:"tic'u.\'  
csneciute«  

- Los candidatos a la  
Presidencia y Ika Vi-  
cepresidencia que no  
resu lten elegidos ocu-  
pan un escaño. siem-  
pre y cuando cuenten  
con un número de vo--  
los iguales o superior  
al promedio de los co-  
cientes electorales  
regionales.  

- Reelegibilidad.  

- Reelegibilidad.  

 
Venezuela  

 

201  
Variaole  

 

Mixto. Con repre- Mayorfa en los dos  
scntación propor- territorios federu-  
ciona I i mperfectu les y en la mitad de  
(los escaños se los escaños de las  
reparten entre los circuocripciooes  
20 estados. el D.F. plurioomioales.  
y los dos territo-  
rios federales de  
acuerdo a su po-  
hlucién).  

 

Cinco años  
(1998)  

 

- Reelegibilidud.  

 
• En Iodos los casos, la vía de elección es por sufragio directo.  
** En los casos donde el número de escaños es variable o de base mínima, se indica la cantidad  
correspondiente a la elección más reciente de la que se disponen los resultados oficiales.  
*** Se indica entre paréntesis el año de próximas elecciones.  
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 l
  

 

¡\r~L'lllill
a  

I\olivia  

( 'olomb¡a  

Chile  

 

NIÍI/I('roc/l'  
;¡I(l'grtllll(',\'  

-IX  
Fijo con re-  
presenta-  
ción parita-  
ria  

17  
Fijo ron re-  
J1 r e s e n t tI-  
ción puritu-  
riu  

XI  
Fijo con re-  
p re se 11 1;1-  

ci ó n puri-  
taria  

102  
Fijo sin re-  
presenta-  
rió n pari-  
taria  

~x  
lijo con re-  
presenta-  
ci ó n par i-  
taria  

 

Prillcipio de  
decc'irJlI  

Representación  
Mayorituríu.  

Mayoría relativa  
con 9 circunscrip-  
ci o nes trinomi-  
nules  

Mayoría relativa  
con 27 circuns-  
cripciones trino-  
minules  

Representación  
proporcional. I 
()()  
en una circuns-  
cripción nacional  
y dos en una cir-  
cunscripción es-  
pecial para comu-  
nidades indígenas  

Mayoría relativa  
en 19 c i rc u n s-  
cricpciones bi no-  
minales  

 

Procedimiento para  
distrítnuiú» de  
('s('wio,\'  

- Las legislatura!'; de  
cada una de las n  
pcovincius eligen a  
dos de sus integrantes  
por mayoría simple.  
- El Colegio Electoral  
de la capital federal  
elige a los dos que le  
corresponden por  
mayoría absoluta. En  
Caso de no producir-  
se. se recurre a la se-  
gunda vuelta entre las  
dos fórmulas más  
votadas.  

- 18 por mayoría  
relativa (dos de cada  
circunscripción).  
- 9 por pri mera  
mi noría (1 por cir-  
cunscripción)  

- Cuando se renueva  
un tercio del Senado  
(un escaño por es-  
tado). se le otorga a la  
fórmula ganadora.  
- Cuando se renuevan  
dos tercios (dos esca-  
ños por estado), se le  
asignan a los 2 candi-  
datos más votados.  

- Cociente electoral  
simple  
- Resto mayor  

- Los 2 escaños de  
cada circunscripción  
se distribuyen entre  
las dos listas más  
votadas, pero si la  
mayor supera por más  
del doble a la segun-  
da. obuene ambos  
escaños.  

 

Durucíán  

tllI dnlrKo*  

Nueve años  
2003  

Cuatro años  
1977  

Ocho años  
1998  

Cuatro años  
1999  

Ocho años  
1997  

 

Cuructcristicus  
(',\Iu'f·ja/e.\  

- Rcc legibilidad  
indefinida.  
- El Senado xc  
renueva por tcrcc-  
ra~ partes cadu tres  
años.  
- Es prersidido por  
el Vicepresidente  
de la República.  
quien cuenta con el  
derecho al voto en  
casos de empate.  

Reclegihilidad  

El Senado se re-  
nueva parcial-  
mente cada cuatro  
años (un tercio y  
dos tercios. alter-  
nativamente)  

Los ciudadanos  
residentes en el  
extranjero pueden  
votar en !ilS elec-  
ciones pan! sena-  
dores.  

El Senado se I  
renueva por mitad  
cada cuatro años.  
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3  

 
1'(11\  

Méxi(.'o  

l'af:1guay  

Uruguay  

 

NtÍlI/t'r"t!l'  
integrantes  

12M  
Fijo con re-  
presenta-  
c i ó n pari-  
rariu  

~o  
Base mini-  
lila  

~ I  
Fijo sin re-  
prcscnlH-  
c i ón pur i-  
taria  

 

Principio tiC'  
df..'('cifÍlI  

Y6 por muyor íu  
relativa en razón  
de ~ por cada  
estado y el D.F. 32  
se us ig nan a la  
primera minoría  
de cada estado y el  
D.F.  

Representación  
proporcional en  
una sola circuns-  
cripcion nacional  

Representación  
proporcional en  
una sola circuns-  
cripcion nacional  

 

Pmcedimicntn para  
l!ist,ihudúll de  
('.w·wio.\'  

- Los tres escaños de  
mayoría que le co-  
rresponden a cada  
estado se le asigman  
al partido con mayor  
votación, a la primera  
minoría se le otorgu el  
escaño restante.  

Método D'Hondt  

Método D'Hondt  

 

Duraciún  
el! el cargo"  

Seis años  
1997  

Cinco años  
1999  

Cinco años  
11)99  

 

Cornrteríst n-as  
especuiles  

- A partir del año  
2000, el Senado se  
re n o v arú en su  
tntalliúad cudud  
seis años. Actual-  
mente se renueva  
parcialmente cada  
tres años.  
- En 1997 se reno-  
vará una cuarta  
parte de los esca-  
ños.  

ReeJegibilidad  

El J I o esa. ño co-  
rresponde inva-  
riablemente al Vi-  
cepresidente que  
es miembro con  
voz y voto. Y  
además preside al  
Senado.   

Vcnczuclu  
 

52  
Ua."H,: míni-  
Illa  

 

Representación  
proporcional im-  
perfecta. Se eligen  
dos en cada una de  
las 21 circunscrip-  
ciones que corres-  
ponden a la divi-  
sión política de 20  
estados federales y  
el Distrito Federal  

 

- Método D'Honút  
para la primera asig-  
nación (escaños fi-  
jos).  
- Cociente electoral  
simple para una  
segunda ronda que  
co- rresponde a los  
parti- úos que  
hubiesen ob- tenido  
pocos o ningún  
escaño en el primer  
reparto (máximo J  
escaños adicionales  
por partido l.  

 

Cinco años  
1998  

 

Los expresidentes  
de la Repúhlicu  
ocupan escaños  
virulic ios en el  
Senado.  

I  

I  
 
* Se indica entre paréntesis el año de próximas elecciones.  
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Cuadro 5  
Nivel de interrelación entre elecciones  
presidenciales y legislativas  

 

Artículos  

 
¡'lI¡,\'   /)"((1(';"" lId nuuulutn  tnterrelariún de las elecriunrs  

 l'resi-  Cúmara  Cámara  Observuriones  Simultún  U/I"  U/I  Ni,·,'1  

 dvnriul  IJ";,,  Alw   ea."  bolet«  .wlo   

       \'010   

J\rl!cnlina  .¡  4  <)  Parcialmente  Sí  Sí  Sí  Alto  

    coi ncidente      
Bc.livia  .¡  .¡  4  Idéntico  Sí  Sí  Sí  Alto  
Braxil  '\  .¡  8  Diferenciado  No  No  No  Ninguno  
('lllol11hia  .¡  .¡  4  Idéntico  No  No  No  Ninguno  
Costa Ril.'a  .¡  4  4  Idéntico  Sí  No  No  Bajo  
Chile  X  4  ---  Parcialmente  Sí  No  No  Bajo  

    coi ncidente      
Ecuador  4  4  8  Idéntico  Sí  No  No  Bajo  
El Salvador  )  ~  ---  Parcialmente  No  No  No  Ninguno  

    coincidente      
(¡lIal~lll;lla  '\  '\  ---  Idéntico  Sí  No  No  Bajo  
Hondurus  -4  .¡  ---  Idéntico  sr  Sí  Sí  Alto  
México  6  ~  6  Parcialmente  sr  No  No  Bajo  

    coincidente      
Nil.·:lri.l~lIa  6  6  ---  Idéntico  Sí  No  No  Bajo  
P;ln;'llllü  5  '\  ---  Idéntico  Sí  No  No  Bajo  
PilfilgU;'y  '\  s  5  Idéntico  Sí  No  No  Bajo  
Perú  '\  5  ---  Idéntico  Sí  Sí  No  Medio  
Uruguay  5  5  5  Idéntico  Sí  Sí  Sí  Alto  
VCIH ..• zuda  5  5  5  Idéntico  Sí  No  No  Baio  

Cuadro 6  
Base de representación electoral  

 
1'0;.\'  Pnñluciún  Núm. de e.\'cmim'  Base real de  

 [en millones}   reprcsentuciún  
Brasil  146.154'  5Q3(en 1994)  290 mil  

COIOlllhi'l  33.424.  163(en 1994)  2135 mil  
Pcni  22.454.  120(desde 1995)  187 mil  
México  89.538.  500(desde 1988)  179 mil  
licuudor  113.741.  77(en 1994)  139 mil  
Argentina  32.608 •  254(desde 1983)  128 mil  
Chile  13.231 •  120(desde 1989)  1113 mil  
Venezuela  213.249.  2QI(en 1993)  100 mil  
Guutcmalu  9.745.  1 16(en 1990)  84 mil  
El Salvador  5.047+  84( desde 1981)  60 mil  
Paraguily  4.123.  72(en 1989)  57 mil  
Costa Rica  3.099.  57(desde 1 %2)  54mil  
Bolivia  6.344 •  130(desde 19813)  49 mil  
Nicaragua  4.1313.  92(en 1990)  45 mil  
Hondurus  5.462.  128(en 1993)  43 mil  

I P¡I1l:IIU:'1  2.515.  72(en 1994)  35 mil  

I 
Uruguay  

3.131.  99(desde 1934)  32 mil  

* Censo 1'1'11  
" Censo 1'192  
• Estimado 1992  
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el anuncio de nuevos préstamos por parte del Banco Mundial y el  
Banco Interamericano de Desarrollo.  

Además de las variables financieras, algunas variables reales de la  
economía mostraron un mejor desempeño. La encuesta de empleo de  
octubre reveló que la desocupación había disminuido dos puntos  
porcentuales desde mayo, al todavía altísimo 16.6% (aunque más por  
el desaliento de buscadores de empleo que se retiraron de la población  
económicamente activa, que por la escasa creación de nuevos puestos  
de trabajo). El boom exportador, junto con favorables negociaciones  
en el seno del Mercosur, dio aliento a las empresas manufactureras  
con capacidad exportadora. El sector agropecuario estaba concretando  
las mejores campañas de su historia en materia de carnes y algodón,  
así como resultados altamente positivos en cereales y oleaginosas, en  
un marco de crecidas exportaciones y precios internacionales ele-  
vados.  

S in embargo, contradiciendo optimistas predicciones gubernamen-  
tales, la anhelada recuperación no se produjo, y la recesión sigue  
siendo palpable en las calles, las fábricas y los cornercios-" El gobier-  
no pronostica para 1996 un crecimiento del PIB del orden del 5% (y  
analistas independientes estiman un 2.5 ó 3%, o incluso menos). Tan  
modestas previsiones contrastan con la fuerte expansión lograda en  
años anteriores, y obligan a reflexionar sobre las falencias intrínsecas  
al modelo económico seguido, que dificultan la recuperación plena.  
En efecto, el plan de convertibilidad, si por un lado tuvo efectos  
virtuosos, como el crecimiento con moderada redistribución logrado  
entre 1991 y 1994 y la persistente estabilidad de precios y cambios,  
también los tuvo perversos.  

Entre ellos el más grave es, sin duda, el desempleo, que no sólo  
sume en la desesperación a las familias que lo sufren, sino que aniquila  
las posibilidades de consumo de casi el 20% de la población, y con  
ello inhibe el crecimiento de la economía en general, y hace temer que  
la elevada tasa de desocupación se haya hecho estructural. Una  
recuperación firme -y las perspectivas de desarrollo a mediano y largo  
plazo- implicará necesariamente generar empleos y posibilidades de  
consumo, lo que a su vez alentará un ciclo virtuoso de consumo-pro-  
ducción inversión privada-recaudación impositiva-inversión pública  
generación de empleos públicos y privados.  

Vinculado con la desocupación se halla el "costo argentino", o sea  
el nivel relativamente alto de los salarios y las prestaciones sociales=  

)5 Al enviar a edición este trabajo, se anunció una nueva caída del PIB durante el primer  
ui mcstre de 1996.  

36 Salarios manufactureros medios de 800 dólares mensuales.  
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en comparaclOn con países limítrofes y otros competidores en el  
mercado mundial. Mientras hay quienes piensan -ernpezando por el  
CTobierno Y el ministro Cavallo- que es necesario reducir los salarios,  
~ por lo menos las cargas sociales o salario indirecto, podría argumen-  
tarse lo contrario: que el salario relativamente elevado ha de ser la  
clave de un pujante mercado interno, como desde mediados del siglo  
XX tuvo Argentina, y que a futuro permitiría un desarrollo económico  
más independiente de las fluctuaciones económicas internacionales.  
por cierto, un nivel salarial elevado tiene que corresponderse con altos  
niveles de productividad por persona ocupada, lo que implica grandes  
inversiones en capacitación y formación de recursos humanos.  

Otro elemento discutible de la convertibilidad es que con ella  
Argentina no puede tener políticas monetaria y cambiaria. El gobierno  
no puede estimular el ciclo económico mediante, por ejemplo, el  
manejo de las variables monetarias, ni tampoco incentivar las expor-  
taciones mediante ajustes controlados del tipo de cambio. Estas res-  
tricciones no son necesariamente negativas en un país con un historial  
de emisión desenfrenada, emisión galopante y devaluación constante  
como Argentina, pero sí obligan a pensar en mecanismos que permitan  
en el futuro salir de un esquema que impide a la Nación manejar según  
su mejor interés tan fundamentales variables económicas.  

Por último, otro de los problemas del modelo es que éste es un  
modelo de ajuste de las variables macroeconómicas (se supone que el  
ajuste y la estabilidad inducirán de por sí el crecimiento, lo que puede  
haber sido cierto en el corto plazo, en los primeros años de su  
aplicación), pero no es de ninguna manera un modelo de desarrollo  
equilibrado a mediano y largo plazos. En esta perspectiva, es obvio  
que Argentina necesita una política industrial que incentive ramas  
altamente generadoras de empleos y con efecto multiplicador amplio  
(como la construcción), así como una política de desarrollo regional  
que cree fuentes de riqueza en las numerosas provincias que la han  
perdido (pe ea, minería, nuevos cultivos, parques industriales, estí-  
mulos fiscales, etc.). Lo anterior debería ir acompañado de una política  
social que mejore los ingresos y las expectativas de la población de  
bajos recursos, incrementando sobre todo sus calificaciones laborales  
(=incremento de la productividad general) y sus posibilidades de  
consumo (=incremento de la producción total).  

En otras palabras, Argentina no puede darse el lujo de dejar su  
desarrollo económico y social librado exclusivamente a las fuerzas del  
mercado, y necesita de un Estado pequeño y eficiente que repare las  
agudas carencias sociales, asegure igualdad de oportunidades de  
progreso a todos su habitantes, y oriente el rumbo del esfuerzo común  
hacia metas compartidas.  
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Tanto poder en un S% hombre puede ser peligroso para la República. Sin oposición  
efectiva. ahora IOdo parece depender de Menetn.  

Como ya se vio, diversas crisis políticas y económicas, una fraca-  
sada sublevación militar y reiterados escándalos de corrupción en el  
más alto ni vel habían cirnbrado más de una vez -especialmente en sus  
primeros dieciocho meses- los cimientos del gobierno del presidente  
Menern. Sin embargo, ni los múltiples problemas económicos, políti-  
cos y sociales, ni la recesión de 1995 y el dramático incremento de la  
desocupación, ni el rechazo que en la sociedad provocaron y provocan  
algunas de sus políticas y gestos, impidieron que Menem fuese afian-  
zando progresivamente su poder, ganando sucesivas elecciones inter-  
medias, cambiando sustancial mente los modos de operar de la econo-  
mía, achicando al Estado nacional a tamaños nunca antes vistos en  
América Latina (salvo, tal vez, en Chile), disciplinando a las fuerzas  
armadas, imponiéndose sobre los más diversos actores sociales y  
políticos, y dándose el lujo de promover su propia reelección con el  
aval implícito del que había sido principal partido de la oposición, la  
UCR,  

La clave del "menernato" radica en que, dentro de la multitud de  
males que aquejan a la sociedad, al gobierno y a la economía, ha  
devuelto a la Argentina y a sus ciudadanos la "normalidad", brindán-  
do les una estabilidad que se había perdido durante los últimos años  
del mandato de Alfonsín (y también durante la previa dictadura  
mi litar). Cierto es que al escribir estas líneas existe amplísimo desem-  
pleo y violentas y continuadas erupciones sociales (aunque minorita-  
rias, en opinión de quien escribe), que ponen entre grandes signos de  
interrogación los logros gubernamentales en materia económica, Pero  
también hay inflación mínima, tipo de cambio fijo, crédito relativa-  
mente accesible aunque a tasas de interés todavía elevadas, y la  
esperanza de que el crecimiento económico se reanude en 1996,  

Tras años -o décadas- de estancamiento productivo, inflación  
galopante y crónica incertidumbre cambiaria y monetaria, la estabili-  
dad económica ha devuelto a los argentinos -por lo menos a aquéllos  
que tienen empleos o ingresos de otras fuentes- la capacidad de  
programar sus gastos, ingresos, consumo, inversiones y, en suma, sus  
propias vidas, El ciclo de sublevaciones militares iniciado en 1930  
parece haber acabado, y las fuerzas armadas se han subordinado  
efectivamente al poder civil, lo cual no es poca cosa en un país signado  
por el golpe de Estado y la dictadura militar.  

Tales son los principales logros de Menem, que una mitad de los  
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ciudadanos le reconoció votando por su reelección (aunque hay quien  
sostiene la hipótesis del "voto cuota": el de ciudadanos endeudados  
~ue habría~l vota~o p~r Menem sólo por ver continuarse la estab~lidad  
y evitar aSI el posible Incremento de las cuotas que pagan por créditos  
obtenidos en los años del auge);'? La otra mitad que no votó por él, lo  
hizo en crítica a la corrupción y la frivolidad gubernamental, al  
privilegio Y el amiguismo, al desempleo, a .Ia r:niseria de jub!lados y  
pensionados, al virtual abandono de las provmcras pobres del mtenor,  
a la renuncia a los postulados nacionalistas y de justicia social propios  
del peronismo. Con el fino olfato político que lo distingue, sería bueno  
que el reelecto presidente reconozca estos problemas, y con la gran  
capacidad de hacer y conducir que también lo caracteriza, arbitre las  
medidas para irlos remediando en bien de la Nación.  

Menern emergió de las elecciones de 1995 como el presidente  
políticamente más fuerte y con mayor consenso social-aunque pese  
a todo frági I y lleno de aristas espinosas- del período democrático  
iniciado en 1983, y con la mayor concentración de poder que se  
recuerde en un presidente constitucional desde los lejanos tiempos del  
primer mandato de Perón (1946-1952). Le son adictos la mayoría de  
ambas cámaras del Congreso, la Corte Suprema -en que logró nom-  
brar nuevos ministros favorables a sus puntos de vista-, la mayoría de  
los gobiernos provinciales, el gran capital financiero (no tanto el  
capital industrial, que clama por una inexistente política de desarrollo  
industrial), la principal central de trabajadores (la CGT), y ha logrado  
por añadidura la disciplina -y tal vez la lealtad-de las siempre díscolas  
fuerzas armadas.  

Ello plantea el doble peligro de que el gobierno no se vea sujeto a  
controles republicanos efectivos, y de que el presidente o sus acólitos  
"ultramenemistas" puedan intentar una nueva reforma constitucional  
que posibilite su segunda reelección en 1999, lo que en la práctica  
significaría desdeñar el gobierno de las instituciones para retornar al  
gobierno de caudillos que tanto daño ha hecho a Argentina. Que estas  
posibilidades pesimistas se concreten o no, dependerá de la modera-  
ción republicana del propio Menem (quien ya ha declarado que en  
1999 dejará la Casa Rosada, para aspirar a un nuevo período apenas  
en el 2003) y de la actitud vigilante de la ciudadanía y la capacidad de  
los partidos de oposición para alertar la conciencia ciudadana y  
Controlar al gobierno.  

Que Menem finalice con éxito su segundo mandato significaría que  
en 1999 continúen la estabilidad y el crecimiento económicos, se  

~7 Un ejemplo de esta tesis se encuentra en Wainfeld, 1995.  
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hayan tomado medidas efectivas para nivelar las desigualdades socia-  
les y regionales y se reduzca el desempleo. En suma, que realice un  
gobierno serio, ordenado y respetuoso de las instituciones, y que  
oriente a Argentina por la vía del progreso económico y social. Tiene  
todas las condiciones para hacerla, y ya que por segunda vez será  
presidente de los argentinos por el voto mayoritario y libre de éstos,  
independientemente de posiciones políticas personales, sólo puede  
desearse que lo logre.  

Buenos Aires-México, diciembre de /995.  
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